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“Los problemas relacionados con trata de personas y el tráfico de 
migrantes desde una perspectiva del Derecho Internacional”  
 
La problemática de Trata de Personas y el tráfico de migrantes en el Ecuador tanto 
desde la perspectiva desde el ámbito jurídico, constituye uno de los temas con mayor 
relevancia para la sociedad ecuatoriana, puesto que a diario son decenas de personas 
las que pierden sus vidas en la captación, transportación, traslado, entrega, acogida o 
recepción para sí o para un tercero, de una o más personas,  en tal virtud, la presente 
investigación ha buscado centrar la problemática en la incapacidad del marco legal 
vigente para garantizar una verdadera erradicación de la Trata de Personas y el tráfico 
de migrantes, a lo cual debe manifestarse que sus disposiciones no implica n una 
verdadera capacitación profesional y una concientización ciudadana  e internacional  
en cuanto al ámbito de movilidad humana. Vale decir que esta investigación detecta 
como primer punto la configuración del problema y sus efectos para la sociedad 
ecuatoriana para posteriormente justificar la realización de la misma en torno 
objetivos tanto de carácter general como específicos que delimitan la realización de la 
misma. Complementariamente a lo manifestado, se establecen los parámetros 
constitucionales, legales y doctrinarios, tanto nacionales como internacionales  que se 
han establecido en torno al tema de trata de personas y tráfico de migrantes  en el país 
para posteriormente definir las estrategias de investigación a ser adoptadas para su 
desarrollo. Así también, se fijan los parámetros temporales, recursos económicos y 
académicos con los cuales se cuenta para garantizar que esta investigación se enfoque 
de manera adecuada en el problema y brinde soluciones que sean factibles de ser 
aplicadas y que sean eficientes en cuanto a sus resultados.  
 
Palabras Clave: 
TRATA DE PERSONAS  
TRÁFICO DE MIGRANTES  






TOPIC: PROBLEMS RELATED TO HUMAN AND MIGRANT TRAFFICKING 
FROM AN INTERNATIONAL LAW STANDPOINT. 
Human trafficking and migrant trafficking in Ecuador, from the juridical standpoint, 
constitute one of the issues of highest relevance to Ecuadorian society,  due to the fact 
that tens of people die in the process of capturing, transporting, delivering, retrieving 
or receiving, for one´s self or a third party, one or more people. In light of this, this 
research sought to focus the problematic on the inability of the current legal 
framework to guarantee the true eradication of human and migrant trafficking. It 
should be noted that the dispositions in this legal framework do not imply true 
professional training and local and international awareness in terms of the field of 
human mobility. This research detects, as a starting point, the configuration of the 
problem and its effects in Ecuadorian society, in order to then justify its execution 
with its bounding general and specific objectives. Additionally to what has been 
stated, both local and national constitutional, lega and doctrinaire parameters, ar e 
established; these have been established surrounding the topic of human and migrant 
trafficking in Ecuador, to later define the research stra tegies to be applied for its 
development. Sililarly, we established the temporary parameters and the economic and 
academic resourses with which we count to guarantee that this research properly 












La Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes son delitos que trascienden las fronteras 
nacionales e involucra a la comunidad internacional. En el ámbito externo existen normativas 
legales y penales con el objeto de prevenir, reprimir y sancionar estos execrables delitos. En el 
ámbito Nacional se han implementado  planes, programas y proyectos para combatir estos  
delitos que en su mayoría afecta a los sectores más vulnerables de la sociedad como son niños, 
niñas, adolescentes y jóvenes. La trata de personas  y el tráfico ilícito de migrantes son delitos 
que se dan en el marco de la movilidad humana y representan una grave violación de los 
derechos humanos. La trata  ha sido definida por la Convención de las Naciones Unidas como 
un delito de “lesa humanidad”. Para muchos, la trata de personas está considerada como una  
forma moderna de esclavitud. La Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional define la trata de personas del siguiente modo: Por Trata de Personas 
se entiende: la captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas, 
recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al fraude, al 
engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad o a la concesión o recepción de 
pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre 
otra, con fines de explotación. Esa explotación incluirá, como mínimo, la explotación de la 
prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la 
esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre o la extracción de órganos; En 
el Ecuador, la lucha contra este delito fue declarada en el año 2004 como política prioritaria del 
Estado. En este marco se elaboró en el año 2009 el Plan Nacional Contra la Trata de Personas 
que ha sido modificado y socializado entre las instituciones.  Actualmente se han configurado 
instancias internas que tienen la pertinencia para proteger a las presuntas víctimas y judicializar 
los casos. El tráfico Ilícito de Migrantes está definido en el l artículo 3 del Protocolo contra el 
tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire, que complementa la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (el Protocolo contra el 
tráfico ilícito de migrantes), el tráfico ilícito de migrantes se define como: “La facilitación de la 
entrada ilegal de una persona en un Estado  parte del cual,  dicha persona no sea nacional o 
residente permanente con el fin de obtener, directa o indirectamente, un beneficio financiero u 
otro beneficio de orden material”. Estos delitos ha trascendido el ámbito externo convirtiéndose 
en un delito de crimen internacional organizado lo que ha obligado a la comunidad internacional 
a fortalecer las relaciones bilaterales encaminadas a establecer mecanismos eficientes para 
afrontar la lucha contra este delito. El Ecuador ha firmado Acuerdos contra la Trata de Personas 
y el Tráfico Ilícito de Migrantes  con Colombia y Perú. Igualmente se han formulado Protocolos 
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Contra la Trata de Personas con estos países. En el plano regional, hemisférico multilateral e 
internacional se viene impulsando acuerdos y mecanismos conjuntos para aportar a un mayor 
conocimiento de la problemática así como para crear y fortalecer medidas y mecanismos que 






















1. Origen  
 
Desde orígenes ancestrales se ha visto que el ser humano se desplaza de un lugar a 
otro, con el fin de establecer uno de los puntos más resaltables de la historia y es que 
el ser humano es libre por naturaleza, tiene un derecho innato en el cual le hace titular 
de acciones que buscan cruzar límites y leyes para su libre circulación; sin embargo, 
se debe hacer referencia a que la movilidad humana es un fenómeno que surge en base 
a varias situaciones voluntarias o forzosas, por lo que se puede observar que desde los 
primeros tiempos el ser humano por naturaleza busca migrar de un lugar hacia otro en 
virtud de las necesidades de subsistencia, ocasionando resultados certeros en las 
ámbitos sociales, culturales, económicos y políticos. 
 
“La movilidad humana es un fenómeno social que ha estado presente en la 
historia de la humanidad, y desde este reconocimiento los ordenamientos 
jurídicos de todos los Estados han tratado de regularlo. 
Entendemos por personas en movilidad a quienes por cualquier motivo, 
voluntariamente o no, se han desplazado, de un lugar a otro, 
independientemente de las circunstancias en que se realicen el 
desplazamiento, la distancia que se corra o el tiempo que permanezca en el 
lugar de destino. 
Se debe mencionar que la evolución histórica de la normativa de derechos 
humanos ha  confirmado, tanto en instrumentos internacionales como en 
distintos ordenamientos jurídicos nacionales, la obligación de garantizar  
los derechos a la libre circulación y de libre elección de residencia a todas 
las personas sin distinción de ningún tipo, independientemente de la 
condición migratoria en la que se encuentren” (Ministerio de Justicia, 
Derechos Humanos y Cultos, pág. 134) 
 
Es importante resaltar los factores voluntarios o forzosos por los cuales se determinan 
la movilidad y su resultados entre ellos se puede resaltar que como aspecto voluntario 
es la casualidad de subsistir en el lugar de destino por tiempos cortos o l argos, o, 
 4 
 
incluso, para desarrollar provocando así una movilidad circular y los aspectos 
forzosos se convertirían por el hecho de que existen factores conflictivos que 
provocan la migración de personas pero como estado de refugiado o por factores de 
atentado contra la dignidad del ser humano como lo es la trata de personas o por otra 
clase de delitos transnacionales. 
 
La movilidad humana es un concepto relativamente nuevo que permite estudiar y 
analizar los desplazamientos de personas de un lugar a otro y que abarca  diversas 
formas de movimiento de personas: desplazamientos internos en un país, refugio, 
asilo, inmigración, emigración, movilidad forzada por desastres naturales o 
antropomórficos y  por delitos trasnacionales como trata de personas o tráfico i lícito 
de migrantes.  
 
Toda persona tiene derecho a migrar en igualdad de condiciones y ejercer sus derechos 
en su país de origen, en los de tránsito y destino, sin distinción con otras personas ni 
discrimen por su condición migratoria, independientemente de cuál sea ésta. 
 
De conformidad a lo antes mencionado es necesario hacer referencia a la Declaración 
Universal de Derechos Humanos que establece:  
 
Artículo 13 
1. Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su 
residencia en el territorio de un Estado. 
2. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso del 
propio, y a regresar a su país.  
De la misma manera la Convención Americana de Derechos 





Artículo 22. Derecho de Circulación y de Residencia:  
1. “Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado 
tiene derecho a circular por el mismo, y a residir en él con sujeción 
a las disposiciones legales. 
2. Toda persona tiene derecho a salir libremente de cualquier país, 
inclusive del propio.  
5.  Nadie puede ser expulsado del territorio del Estado del cual es 
nacional, ni ser privado del derecho a ingresar en el mismo.”  
(Declaración Universal de los Derechos Humanos, 1948) 
 
Dentro del ámbito nacional, la Constitución de la República del Ecuador,  indica:  
 
Artículo 66 
“Se reconoce y garantizará a las personas: 14. El derecho a 
transitar libremente por el territorio nacional y a escoger su 
residencia, así como a entrar y salir libremente del país, cuyo 
ejercicio se regulará de acuerdo con la Ley. La prohibición de salir 
del país sólo podrá ser obtenida por juez competente. (…)  
La Constitución de la República del Ecuador, considera a las 
personas en movilidad como uno de los grupos de atención 
prioritaria dentro del Capítulo tercero denominado Derechos de las 
personas y grupos de atención prioritaria
”
 la sección tercera se 
refiere a movilidad humana . (Constitución de la República del 
Ecuador, 2008) Art. 35 
 
La movilidad humana es un proceso humano y por lo mismo un derecho. Tiene además 
la característica de ser multicausal, es decir que el ser humano tiene muchos motivos 
para desplazarse y permanecer en determinado territorio. Este  hecho tiene múltiples 
impactos tanto en el lugar de origen como en el destino y por lo mismo, los estados 
tienen la necesidad de establecer políticas públicas a fin de responder a las 
necesidades concretas de las personas en movilidad. La ausencia de plan es y 
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programas en este tema,  crea situaciones de necesidad y fomenta la vulneración de 
derechos. Una de las características de los países desarrollados es el intento de 
gestionar los flujos de movilidad humana a través de un marco jurídico que se 
restringe a la condición documentaria de la persona que se moviliza. Es un intento de 
gestión debido a que no impide la movilidad sino que más bien le otorga un estatus de 
“regular” o irregular-ilegal, criminalizando de esta forma los desplazamientos 
humanos que no se ajusten a su marco jurídico. 
 
Principales instrumentos internacionales que determinan el derecho a la libre 
circulación:  
 
PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS 
 
Artículo 12  
2. Toda persona tendrá derecho a salir libremente de cualquier  
país, incluso del propio.  
3. Los derechos antes mencionados no podrán ser objeto de 
restricciones salvo cuando éstas se hallen previstas en la ley, sean 
necesarias para proteger la seguridad nacional, el orden público, 
la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de 
terceros, y sean compatibles con los demás derechos reconocidos 
en el presente Pacto.  
4. Nadie podrá ser arbitrariamente privado del derecho a entrar en 
su propio país. (Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos)  
 
El documento de caracter internacional, adoptado y ratificado por el estado 
ecuatoriano determina que el proceso de movilidad es natural que involucra 
directamente al ser humano, sus movimientos y decision de permanecer en un estado 
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propio o ajeno, de forma libre y voluntaria, la pretensión e ímpulso de salir de su pais 
de origen y acentuarse en otro que le ofrezca mejores condiciones y beneficios 
economicos, sociales y culturales. 
 
CONVENCIÓN INTERNACIONAL SOBRE LA PROTECCIÓN DE LOS 




“1. Los trabajadores migratorios y sus familiares podrán salir 
libremente de cualquier Estado, incluido su Estado de origen. Ese 
derecho no estará sometido a restricción alguna,  salvo las que sean 
establecidas por ley, sean necesarias para proteger la seguridad 
nacional, el orden público, la salud o la moral pública o los 
derechos y libertades ajenos y sean compatibles con otros derechos 
reconocidos en la presente parte de la Convención.  
2. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a 
regresar en cualquier momento a su Estado de origen y permanecer 
en él”.(Convención Internacional sobre la Protección de los derechos 
de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares, 1990)  
 
 
El derecho de trabajo en un derecho irrenunciable y constituye uno de los factores más 
importantes en la migración, pues la mayoría de personas que deciden emigrar lo 
hacen para buscar mejores condiciones de vida entre ellos un trabajo que les brinde 
mejores ingresos; sin embargo, al permanecer de forma legal en determinado territorio 
tienen derechos, deberes y obligaciones por lo que instrumentos internacionales y 





DECISIÓN 397  
Tarjeta Andina de Migración (TAM) 
 
“Artículo 1. Crear la Tarjeta Andina de Migración (TAM), la misma que 
contendrá la información y se adecuará al formato que al efecto establezca 
la Junta mediante Resolución. 
Dicha tarjeta constituye el único documento de control migratorio y 
estadístico de uso obligatorio, para el ingreso y salida de personas del 
territorio de los Países Miembros, ya sea por sus propios medios o utilizando 
cualquier forma de transporte. Su uso no excluye la presentación del 
pasaporte, visa u otro documento de viaje previstos en las normas nacionales 
o comunitarias, así como en los convenios bilaterales vigentes”.  
(Comunidad Andina, 1996) 
 
 
Como mecanismos de protección de derechos y garantía de los mismos entidades 
destinadas a ello, han creado medios propicios para que no se pueda vulnerar su 
derecho de libre circulación, sino que más bien se pueda controlar la migración así 
cada persona pueda residir de forma legal y eventual en determinados estado, para ello 
se cita un ejemplo claro lo que la Comunidad Andina ha creado, que es la  Tarjeta 
Andina de Migración (TAM), mecanismo eficaz que permite el verificar los ingresos y 
salidas de las personas de los países del área andina. 
 
1.1. Expansión del tráfico de migrantes en América Latina.  
 
Desde comienzos del siglo XX, han existido varios movimientos migratorios tanto 
para hombres como para mujeres debido a varios factores sociales, económicos, 
culturales entre otros; sin embargo, tratare de centrar el problema en dos ejes 






 Trata de personas  
 
La trata de personas al tener como objetivo la apropiación de un ser humano para fines 
de explotación representa a nivel mundial uno de los delitos más lucrativos, según 
expertos la trata daría más ganancias que el tráfico de estupefacientes y sólo sería 
superada por el tráfico de armas. La magnitud que este delito está adquiriendo en el 
Ecuador es preocupante. En esta investigación partimos de la responsabilidad 
institucional y social para combatir estos delitos. La Trata de Personas es un delito del 
crimen organizado que implica  una grave violación de derechos. En el Ecuador, este 
delito tiene varias características: por su situación geográfica, nuestro país es sitio de 
tránsito de las presuntas víctimas hacia otros destinos, es destino de presuntas 
víctimas provenientes de zonas de conflicto y de países fronterizos y finalmente es 
país de origen de presuntas víctimas, especialmente niños, niñas y adolescentes que 
son desarraigados de su entorno para ser explotados de diversas formas. La definición 
del delito de Trata de personas se enmarca dentro del Protocolo para Prevenir, 
Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente de Mujeres y Niños, que 
complemente la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Internacional y firmada en la ciudad de Palermo en el año 2000. 
(Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas)  
 
La trata de personas constituye una grave violación a los derechos humanos, además 
de un delito tipificado en la normativa nacional e internacional. A esta problemática se 
la define internacionalmente como una “forma contemporánea de esclavitud”, aunque 
la Trata de seres humanos tiene manifestaciones diversas que incluyen varias y 
complejas formas de explotación. (Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la 
Trata de Personas) 
 
Para los fines de este proyecto de investigación, se entenderá como Trata de Personas 
a la capacitación, traslado, acogida, recepción, entrega o retención de una persona; ya 
sea dentro del territorio nacional o desde o hacia el exterior; recurriendo a la amenaza, 
al uso de la fuerza u otras formas de coacción, como rapto, fraude, engaño, abuso de 
poder o de una situación de vulnerabilidad. También a la concesión o recepción de 
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pagos o beneficios para obtener el consentimiento de  una persona para que ot ra tenga 
autoridad sobre ésta con fines de explotación. 
 
Esta explotación incluye,  como mínimo, los siguientes fines:  
 
“Explotación sexual y laboral, mendicidad, trabajos o servicios forzosos, 
servidumbre, reclutamiento con fines delictivos, reclutamiento para 
conflictos armados, esclavitud  o prácticas análogas a la esclavitud”. 
(Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas) Art. 3 
 
 Esta definición de Trata implica la existencia de tres elementos fundamen tales:  

















Uso De La Fuerza 








Cuadro elaborado por:  Lizeth Piedra.  
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De acuerdo al protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la Trata de Personas 
especialmente de mujeres y niños adoptado por Naciones Unidas, el consentimiento 
dado por la victima de Trata a toda forma de explotación no se tendrá en cuenta 
cuando se haya recurrido a cualquier de los medios enunciados anunciados 
anteriormente.  En cambio la captación, transporte, traslado, acogida, recepción o 
retención de una persona menor de 18 años con fines de explotaci ón se considerara 
Trata de Personas incluso aunque no se recurra a ninguno de los medios enunciados 
previamente. La intermediación, proporción o facilitación de la captación, traslado, 
acogida, recepción, entrega o retención de una persona con fines de exp lotación 
también constituye Trata de Persona. (Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar 
la Trata de Personas) 
 
La Trata Interna es aquella que se realiza dentro del territorio nacional, en este caso el 
ecuatoriano. Este contempla el movimiento de una persona entre provincias, cantones 
e incluso dentro de una misma ciudad, lo que ocasiona pérdidas de lazos y redes de 
apoyo y, por tanto, una situación propicia para la explotación.  
 
La Trata Internacional es aquella que se realiza entre diferentes países implica el 
cruce de fronteras nacionales. En muchas ocasiones, la Trata Internacional está 
estrechamente conectada con el tráfico ilegal de migrantes;  sin embargo, estos dos 
delitos tienen un carácter diferente y no deben ser confundidos.  
 
TIPOS DE TRATA DE PERSONAS 
 
 Trata con fines de explotación sexual.- En donde las personas son utilizadas 
en prostitución, turismo sexual y pornografía. Se controla el desplazamiento, 
horario, tarifas, clientes y servicios que debe prestar la  víctima, no se tiene 
acceso al dinero producido y, por supuesto, no se respetan sus derechos 




 Trata con fines de explotación laboral.- Las personas son obligadas a la 
realización de actividades productivas, en trabajos formales e informales, es 
decir, sin contrato, en condiciones de explotación, realizando trabajos 
peligrosos para la salud física o mental, en jornadas extensas, en condiciones 
deplorables, por un pago ínfimo o sin él, en  incumplimiento general de 
derechos laborales. (OMI-USAID, 2011) 
 
 
  Trata con fines de mendicidad.- En algunos casos se ubica a la mendicidad 
como una forma de explotación laboral en la que se usa a personas,  
generalmente niños, niñas, mujeres con bebés, ancianos o personas con 
capacidades especiales, con el fin de generar lástima o compasión. Las 
víctimas deben completar una suma de dinero específica que entregan al 
explotador en cada jornada, de lo contrario son objeto de algún tipo de 
punición por parte de los tratantes. (OMI-USAID, 2011) 
 
 
 Trata con fines de servidumbre y prácticas análogas a la esclavitud. - Estos 
fines de explotación comprenden: La “servidumbre por deudas”, en  la que la 
víctima se compromete a prestar sus servicios profesionales, o los de alguien 
sobre quien ejerce autoridad como garantía del pago de la deuda, en la que no 
se limita su duración ni se define la naturaleza de dichos servicios; cuando la 
víctima es obligada a vivir y a trabajar sobre una tierra que pertenece a otra 
persona sin libertad para cambiar su condición; la práctica por la cual niños, 
niñas o menores de edad son entregados por sus padres, o uno de ellos, o su 
tutor, a otra persona, mediante remuneración o sin ella, con el propósito de que 




 Trata con fines de comercialización de órganos, fluidos, tejidos y células. -  
Ocurre cuando la víctima es trasladada con el objetivo de extraer sus órganos, 
fluidos, tejidos o células de manera forzada para destinatarios al comercio, ya 





    Trata con explotación orientada a fines delictivos. -  Las víctimas son 
utilizadas por grupos criminales para realizar actividades delictivas como el 
robo, sicarito, lavado de dinero y/o el transporte de estupefacientes. Las 
principales víctimas suelen ser niños, niñas y adolescentes (NNA) o personas 
de la tercera edad, quienes en última instancia son realmente las expuestas y 
ponen en peligro su libertad  o integridad física.  
 
 
 Trata con fines de matrimonio servil.- Constituye el establecimiento forzado 
de una relación de pareja. Ocurre con mayor frecuencia cuando se realiza con 
un niño, niña y adolescente, o con una persona ajena al contexto cultural, para 
en su calidad de cónyuge, ser utilizado/a en servidumbre doméstica, 
explotación sexual por parte de terceros, o procreación.  
 
 
De acuerdo a la ONUDD, es posible contemplar los siguientes casos:  
 
 Cuando una persona sin que la asista el derecho a oponerse, es prometida o 
dada en matrimonio a cambio de una contrapartida en dinero   o en especie 




 Cuando el cónyuge/conviviente, la familia o el clan del cónyuge o el 




 Cuando la mujer, que  a la muerte de su marido o conviviente, puede ser 




 Trata con fines de reclutamiento para conflictos armados . -  Las víctimas 
son usadas para fortalecer a grupos armados irregulares, siendo explotadas en 
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labores de servidumbre, de espionaje, como escudos humanos  o en el combate 
mismo.  Con frecuencia son también explotadas sexualmente. (OMI-USAID, 
2011) Art. 14  15 
 
Tendencia ilegal  se considera trata todos los casos en que los niños y niñas son 
ubicados en familias sin pasar por el trámite del sistema regular de adopción. Así la 
familia receptora ofrezca un ambiente saludable para protección que siga el principio 
de interés superior y en prevalencia. 
 
En la mayor parte de los casos, los niños y niñas son sustraídos de sus hogares, sus 
identidades son suplantadas y son entregados por una elevada suma de dinero. Esta 
situación se agrava cuando el niño o niña es explotado por la “familia receptora” en 
actividades como la mendicidad, la servidumbre o en actividades sexuales.  (OMI-
USAID, 2011) 
 
 La Trata de Personas tiene varios delitos conexos. De acuerdo a datos de la ONUDD,  
es el tercer delito en generación de réditos para los beneficiarios, a nivel mundial. Es 
un delito que está conectado al tráfico humano, narcotráfico, proxenetismo, 
explotación laboral, etc. Sin embargo, la trata, por su particular de uso y 
“cosificación” del ser humano y su cuerpo, es considerado delito de lesa humanidad, 
por lo que su enfoque es diferente.  
 
Generalmente, la Trata de Personas está ligada al tráfico ilegal de migrantes, sin 
embargo, ambos delitos son de diferente índole. El tráfico ilícit o de migrantes  es el 
procedimiento mediante el cual el traficante busca obtener, directa o indirectamente, 
un beneficio económico o de otra índole por entrar ilegalmente a  una persona dentro 





Segú la Guía de intervención Psicosocial de Asistencia Directa a Personas Víctimas de 
Trata, Save The Children, manifiesta que: “En muchas ocasiones esto se logra mediante el 
engaño a la persona migrante”. (Save the Children)  
 
Diego Beltrand, Jefe de la Misión Colombia de la Organización Internacional para las 
Migraciones (OIM), del año 2002,  en su informe sobre Trata de Personas: Un desafío 
Regional, sobre la Trata de Personas en la Región, manifiesta:  
 
 “(…) a mediados de los cuarenta fueron mujeres procedentes de Venezuela, 
República Dominicana y Colombia objeto de la Trata de Personas hacia la 
isla caribeña de Curazao. En los sesenta, las mujeres de la región fueron 
llevadas a Europa y en los noventa hacia los países Asiáticos”. (OIM, 2002) 
 
Se evidencia la comercialización de las mujeres para diferentes trabajos denigrantes 
pues la mayor incidencia de violación de derechos sucede en este ámbi to pues la 
mayoría de mujeres tienen como destino trabajos de prostitución y mendicidad, en 
condiciones infrahumanas sometidas a la explotación como sistema de esclavitud.  
 
La definición  de Trata de Personas, según la Convención contra la Esclavitud de la s 
Naciones Unidas de 1926, es:  
 
“la captación, el transporte, el transado, la acogida o la recepción de 
personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de 
coacción, al rapto o fraude, al engaño al abuso de poder o de una situación 
de vulnerabilidad o a la concesión o recepción de pago o beneficio para 
obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, 
con fines de explotación. Esa explotación de la prostitución ajena u otras 
formas de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud 
o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre o la extracción de 




 Tráfico Ilegal de migrantes  
 
El tráfico ilícito de migrantes es una realidad mundial y general grandes preocupación 
global, pues involucra y afecta a un gran número de países del mundo que son puntos 
de origen, tránsito o destino. Los delincuentes lucran con el tráfico ilícito de 
migrantes a través de fronteras y entre continentes. La naturaleza de este delito su 
clandestinidad y la dificultad para determinar cuándo la migración irregular es 
facilitada por contrabandistas es muy difícil de verificarla. Sin embargo, el gran 
número de migrantes dispuestos a correr riesgos en busca de una vida mejor, cuando 
no pueden emigrar por vías legales, brinda una provechosa oportunidad a los 
delincuentes para explotar su vulnerabilidad .  
 
El objetivo del tráfico ilícito es la condición de vulnerabilidad de la personas para 
realizar actividades de explotación y abuso en sus vidas por lo que su seguridad se ve 
alterada y muchas veces corren peligro, los migrantes se convierten en mercancías. 
Por tratarse de un delito clandestino, las cifras de valor en e l plano mundial son 
difíciles de determinar con precisión. Sin embargo, sobre la base de dos de las 
principales rutas del tráfico ilícito: de África oriental, septentrional y occidental hacia 
Europa y de América del Sur hacia América del Norte, genera anua lmente grandes 
ingresos para los contrabandistas por millones de dólares.  
 
Según la Organización de las Naciones Unidas define al Tráfico de personas como el 
procedimiento mediante el cual el traficante busca obtener directa o indirectamente, 
un beneficio económico o de cualquier otra índole para entrar ilegalmente a una 








La correlación y coexistencia de estos elementos contribuyen a que este delitos sea 
más atroz pues suele realizarse en condiciones peligrosas o degradantes, los migrantes 
consienten en ese tráfico, y seguidamente la explotación, pero el tráfico ilícito termina 
con la llegada de los migrantes a su destino, de esa forma comienza el proceso de 
Transnacionalidad, haciendo que cada personas que esté de manera irregular en 
distinto estado realice actividades de explotación con el fin de que el traficante tenga 
beneficios de este. 
 
 Diferencias: 
Trata de personas 
 
o La trata de personas consiste en el traslado local, nacional e internacional 
de la persona. 
o La persona viaja en contra de su voluntad.  
o El objetivo de la explotación es la víctima.  
o La persona puede estar de forma regular.  
o La persona pierde su libertad en forma permanente. 
o Afecta a la integridad de la persona. 
 
Tráfico ilegal de personas 
 
o En el tráfico ilegal de migrantes el traslado siempre va a ser internacional.  
o La persona viaja con voluntad expresa. 
o El objetivo es que la persona ingrese a otro estado. 
o La movilidad es en condiciones de irregularidad.  
o La persona actúa bajo las condiciones de  otra persona de forma temporal.  




1.2. Expansión en la Región Andina 
 
Al tenor de los antecedentes se puede concluir que el delito de trata conlleva varios 
delitos conexos por lo que desarrolla nuevas formas delictivas y de explotación su 
determinación, iniciación y desarrollo se pueden palpar en varias partes del mundo así 
como en otras partes no se pueden observar. Según el planteamiento del tema es 
menester hacer referencia a los procesos de trata y tráfico ilegal de personas en la 
región andina pues se presenta como varios tipos o modalidades de trata interna e 
internacional correspondientes a la explotación sexual, el trabajo forzado en minas y 
agrícola, la servidumbre y la mendicidad. La trata con fines de explotación militar,  
ocurre en la zona andina, especialmente en países en los que los movimientos 
guerrilleros tienen presencia a través del reclutamiento fo rzado de personas, muchas 
veces niños o adolescentes. Al ser un delito clandestino pues no se puede establecer 
con certeza todo el daño, magnitud e impacto social ocasionado.  
 
El delito de trata de personas como explica es un delito que se consuma de forma  
interna o internacional pues en miles de casos no ha sido necesario que la personas 
sometida a este delitos tenga q salir del país de origen, pues no solo se convierte en un 
delitos contra el estado sino en un delito cuya connotación es más amplia la viol ación 
de derechos humanos. Del análisis de trata y tráfico ilegal de personas debo explicar 
que los dos delitos tienen una misma misión como lo es la MIGRACIÒN, pues 
involucra directamente el desplazamiento de las personas para los fines de 
explotación, aunque en los dos casos varia el consentimiento de querer viajar de forma 
ilegal o legal pero con engaños entonces implica que la migración sea voluntaria o 
forzosa. Es importante resaltar principales aspectos en los cuales recaería en el perfil 
de las personas que cae en estado de vulnerabilidad para ser víctima del delito de trata 
y tráfico ilegal de personas, así: 
 
 Perfil diversificado del migrante 
 Feminización de la migración 
 Fuga de cerebros 
 Alternancia entre el lugar de origen y destino 
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 Pierden importancia los lazos de unión  
 Vinculación entre la migración y el desarrollo de los países de origen  
 
El perfil siempre estará enfocado  que el migrante no tiene una personalidad o perfil 
definido por lo que es más vulnerable, el proceso de trata y tráfico de pe rsonas tienen 
como mayor incidencia en las mujeres pues es el género que más ha viajado o posee 
más movimientos migratorios, es así en el proceso de expansión de trata y tráfico de 
personas en la región andina se ha registrado en los países de Colombia, Br asil y 
Republica Dominicana; sin embargo, cada gobierno local preocupado porque este 
delitos se convierta en más que una enfermedad terminal ha destinado políticas 
públicas para erradicar este fenómeno delictivo, por las acciones de combate a la trata 
ha tenido como uno de sus efectos que algunas de las redes organizadas se fijen en 
otros países vecinos con legislaciones más laxas en donde existe aún grandes 
porcentajes de analfabetismo y pobreza por ello y se convierte en un punto de 
afluencia y de crecimiento del fenómeno en otros países andinos como Ecuador, 
Bolivia o Perú donde parece registrarse una expansión de este crimen, estos estados 
son lugares de origen, tránsito y destino de trata, predomina en el área es la que no 
requiere cruce de fronteras.  
 
En el caso de la trata internacional, se constata la preocupación proveniente de países 
de destino, principalmente EE UU o de países europeos o Japón que ven cómo se 
extiende el número del comercio sexual a su territorio. Es la categoría de trata 
internacional con fines sexuales, se observa como característica de la región la 
especial vulnerabilidad en la que se encuentra la mujer andina, por factores como:  
 
1. Acceso a la educación  
2. Precariedad vital  
3. Seducidas por falsas ofertas de trabajo.  




Los países tienen una preocupación igual ante este fenómeno por lo que han 
incentivado proyectos ley e iniciativas legislativas, especialmente a la modificación de 
los códigos penales con la finalidad de paliar el vacío legal existente. La trata no está 
debidamente tipificada en los países andinos y se evidencia la dificultad de armonizar 
legislaciones internas con los protocolos internacionales. La región andina es una zona 
de origen de trata internacional con destino en EE UU, Japón y Europa y dentro de  
Europa, España, Alemania, Holanda, las acciones que se impulsadas para articular 
acciones de combate a este flagelo, pero como ha sido indicada ninguna lucha será 
eficaz si no se unen y coordinan esfuerzos para combatir un hecho que ha sido dado en 
llamar la esclavitud del siglo XXI. 
 
1.3. Aspectos financieros económicos 
 
En la historia del Ecuador el proceso de migración tiene sus comienzos en los años 
1960 a 1995, pues comienzo pues tiene su fundamento en el declive del mercado es 
decir al decaer la gran producción del producto de sombreo de paja toquilla, esto en la 
parte del Austro Ecuatoriano en donde como fuente principal de crédito era el pía de 
Estados Unidos, otro de los factores fue la segunda guerra mundial en donde la 
mayoría que tenía las posibilidades dejaron el trabajo artesanal por buscar empleo en 
la parte intelectual o profesional, para aquellos años el actor principal de la migración 
fue el hombre las salidas del país por parte de las personas residentes en las provincias 
del sur del país fueron más fuertes en los años 70 y 80, lo que provocaba que las 
remesas se convirtieran en una característica prominente en la economía ecuatoriana, 
para los años 90 y 2000 la población ecuatoriana migrante ya se convertía en 
población residente en diferentes país teniendo su máxima concentración en Estados 
Unidos de América, debo resaltar que la afluencia migratoria a Estados Unidos de 
América se vio restringida cuando la política migratoria cambio drásticamente pues se 
exigían más documentación para su permanencia  y la falta de documentación imponía 
dificultades: 
 
“la crisis económica de loa años 90 provocada por la congelación de fondos, 
quiebre de bancos Un rasgo crítico de este colapso económico radica en que 
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la clase media urbana, la que pertenecían aquellos que contaban con 
educación y formación, vieron desvanecerse sus expectativas de futuro. La 
pobreza creció más rápidamente en las áreas urbanas que un día fueron más 
prósperas” (Instituto Nacional de Estadisticas Y Censos, 2008) 
 
 
La pobreza a través del feriado bancario, la falta de fuentes de empleo, el 
analfabetismo y la falta de compromiso por parte del gobierno local en cumplir con las 
políticas públicas destinadas al desarrollo y protección de la población, provocaron  
que el movimiento migratorio sea más fuerte en la década de los noventa y los 
siguientes años, así la desesperación por encontrar días mejores, la necesidad de juntar 
a las familias separadas impulsaron fuertemente los delitos de trata y tráfico ilegal de  
personas, a destinos como Estados Unidos, países del continente Europeo:  
 
“España emergió como alternativa lógica por varias razones. Hasta 2003, 
los ecuatorianos no necesitaban visado para entrar en el país. Ni la política 
de inmigración, ni la ruta geográfica conllevaban un alto riesgo o precio. El 
costo de un viaje indocumentado arreglado a España, oscilaba entre los 
US$ 3,500 y los 4,000” (Roldán, 2000) 
 
Los destinos siempre era en donde se podía mantener trabajo fijo por un salario que 
implicara como el doble o triple sueldo del estipulado como básico en Ecuador. Las 
condiciones de trabajo en donde se podía redoblar el sueldo era en lugares donde las 
condiciones no eran las más óptimas; sin embargo, los ecuatorianos accedían a esas 
condiciones para conseguir un futuro mejor . 
 
1.4. El fenómeno de la migración en el Ecuador 
 
Uno de las incidencias para los grandes procesos de migración en el Ecuador fue el 
brote del desplazamiento de los campesinos del sector rural hacia la ciudad o  sector 
urbano, pues este desplazamiento surge por la continua crisis interna familiar y 
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económica cuyos ciclos producción se reducen y tienen declive provocando pobreza, 
en la historia del ecuador este fenómeno surge en los años 90 cuando se realizó la 
reforma agraria en donde se despojó de grandes proporciones de tierra a los 
campesinos pues se redujo si producción y obviamente se afectó la calidad de vida, 
influenciado la competitividad productiva del sector agrícola a esto se sumó la 
dolarización en donde la economía popular decayó notablemente.  
 
A principio de la década de los noventa se produjo un fenómeno en el proceso de 
movilidad en nuestro país pues se palpo visualmente la emigración internacional de 
ecuatorianos.  
 
“… La emigración internacional es un fenómeno bastante nuevo en el país. 
En efecto, a principios de la década del noventa, sólo habían salido del país 
37.734 personas en busca de trabajo, mientras que en el 2000 se registró un 
número de 121.112, es decir que en 10 años, la población emigrante se había 
triplicado. Ésta era mayoritariamente citadina (69.9%), predominaban los 
hombres (61%) y lo que es más importante, provenía principalmente de 
hogares no pobres (68.3%). Se podría caracterizar el perfil social de un 
migrante ecuatoriano como: joven, de sexo masculino, con educación 
secundaria y citadino. El destino de la emigración hasta 1997 había sido 
principalmente Estados Unidos, pero a partir de esa fecha se diversificó 
hacia algunos países europeos, especialmente España e Italia. Así, en el año 
2000, el 19.5% de los emigrantes viajaron a Estados Unidos, el 61.5% a 
España, el 10% a Italia y el 9% restante a otros países.” (Valle, 2005) 
 
La incidencia de emigrar radica en conseguir mejores condiciones de vida co mo la 
búsqueda de empleo para obtener mejores ingresos económicos, pues los sectores que 
emigraron venían de la clase baja y media los cuales fueron duramente golpeados por 
las crisis económicas provocadas por gobiernos corruptos, políticas destinadas a 
golpear la economía popular, una de las causas fue la dolarización, salarios reducidos, 




El empobrecimiento y la falta de cumplimiento de las políticas públicas ofrecidas en 
cada campaña política y gobiernos inestables provocaron que la migraci ón se triplicara 
en el año 2000, lo que también provoco que las y los ecuatorianos decayeran en falsa 
promesas de personas que aprovechaban su  impulso y necesidad de salida del país de 
las personas de estratos sociales bajos y medios, fomentado el coyoter ismo negocio 
ilegal que se convirtió en el negocio más lucrativo, al ser más lucrativo se buscó 
nuevas formas de negociación, pues al principio se dedicaban a sacar adultos a otros 
países, a la ver que la población en la cual brindaban servicios quedaban s in las y los 
jefes de hogar promocionaron la salida de los niños y otros familiares con el fin de 
llevarlos con sus padres pero la realidad mostro lo terrible que pudo llegar a ser el 
coyoterismo pues se convirtió en un negocio que no solo busco sacar a pe rsonas del 
Ecuador hacia Norteamérica, Europa y otros; sino que traficaban a las personas como 
mercadería, con el fin de que puedan crear un beneficio a los coyoteros que trabajen 
para ellos explotándolos laborablemente poniéndolos en condiciones infrahuma nas con 
amenazas, dio paso a otros delitos como la desaparición forzada y la trata de personas, 
pues comenzó principalmente con las y los niños y adolescentes que en busca de 
mejores condiciones de vida cayeron en estas redes de tráfico y aún siguen en ell as.  
 
Los principales actores que fueron afectados por estos procesos de migración fueron 
las y los niños y adolescentes, mujeres y personas de la tercera edad, los que optaron 
por sumergirse en redes de tráfico de personas y se encuentran en redes de trat a de 
personas. 
 
Según autores como Fernando Iván Flores entre otros, la trata de personas y el tráfico 
ilícito de migrantes tienen en el Ecuador una larga tradición debido a que son delitos 
que ocurren dentro del marco de la movilidad humana. Desde el sigl o pasado, el 
pueblo ecuatoriano ha visto la migración como una posibilidad para mejorar su 
situación económica y social y la de su familia. (Flores, 2000) 
 
Las normas internacionales y sus restricciones han fomentado el coyote rismo y el 
tráfico ilícito de migrantes, con destino especialmente a Norteamérica. En esta ruta se 
han cometido y se siguen cometiendo violaciones muy graves a los derechos y muchas 
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veces, lo que comenzó con un viaje irregular termina en un delito de trata , basta 
mencionar a Tamaulipas donde fueron asesinados 72 migrantes que se negaron a 
trabajar para la delincuencia organizada.  
 
La trata es un fenómeno antiguo en su existencia pero nuevo en su concepción, la trata 
de personas está vinculada al tráfico ilícito de migrantes, puesto que aquellas personas 
que cruzan ilegalmente las fronteras haciendo uso de redes organizadas 
transnacionales son más proclives a caer situaciones de trata, por las mismas bandas 
criminales. Sin embargo, son dos situaciones delictivas muy diferentes. La trata 
constituye un crimen contra el individuo, es un delito de lesa humanidad, mientras que 
el tráfico es una violación de las leyes migratorias, esto es, un crimen contra un 
Estado. La expansión de la trata de personas y del tráfico, relacionado a la creciente 
migración irregular hace que estos delitos aparezcan de forma explícita en la 
construcción de las agendas y políticas migratorias. La trata supone uno de los retos 
de la gestión migratoria contemporánea, un reto que debe ser a sumido de forma 
coordinada desde países de origen, tránsito y destino..  
 
1.5. Legislación Interna y Mecanismos. 
 
El Estado ecuatoriano ha ratificado una serie de instrumentos internacionales sobre 
derechos humanos y además ha creado una serie de instrumentos j urídicos nacionales 
que permiten desarrollar estrategias de tipo jurídico – políticas en beneficio de las 
personas que han sido afectadas por la Trata y tráfico ilegal de migrantes, así como el 
desarrollo de estrategias para su prevención y protección.  
 
A continuación se detalla algunas de las normativas nacionales e internacionales con 




1.6. Marco Normativo Nacional, corresponde a la normativa interna en los 
ámbitos civil, penal y laboral. 
 
CONSTITUCIÓN  DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR. 
 
29. Los derechos de libertad también incluyen: 
 
a) El reconocimiento de que todas las personas nacen libres. 
b) La prohibición de la esclavitud, la explotación, la servidumbre y el tráfico 
y la trata de seres humanos en todas sus formas. El Estado adoptará medidas 
de prevención y erradicación de la trata de personas, y de protección y 
reinserción social de las víctimas de la trata y de otras formas de violación 
de la libertad. 
c) Que ninguna persona pueda ser privada de su libertad por deudas, costas, 
multas, tributos, ni otras obligaciones, excepto el caso de pensiones 
alimenticias. 
d) Que ninguna persona pueda ser obligada a hacer algo prohibido o a dejar 
de hacer algo no prohibido por la ley. 
 
Artículo 11. Numeral 9 “El más alto deber del Estado consiste en respetar y 
hacer respetar los derechos garantizados en la Constitución. 
El ejercicio de una potestad pública, estarán obligados a reparar las 
violaciones a los derechos de los particulares por la falta o deficiencia en la 
prestación de los servicios públicos, o por las acciones u omisiones de sus 
funcionarias y funcionarios, y empleadas y empleados públicos en el 
desempeño de sus cargos.” (Constitución de la República del Ecuador, 2008) 
 
Art. 33.- El trabajo es un derecho y un deber social, y un derecho económico, 
fuente de realización personal y base de la economía. El Estado garantizará 
a las personas trabajadoras el pleno respeto a su dignidad, una vida 
decorosa, remuneraciones y retribuciones justas y el desempeño de un 
trabajo saludable y libremente escogido o aceptado. (Constitución de la 
República del Ecuador, 2008) 
 
Art. 45 inciso 2 “Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la 
integridad física y psíquica; a su identidad, nombre y ciudadanía; a la salud 
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integral y nutrición; a la educación y cultura, al deporte y recreación; a la 
seguridad social.” (Constitución de la República del Ecuador, 2008) 
 
Art  46, numeral 2. “Protección especial contra cualquier tipo de 
explotación laboral o económica. Se prohíbe el trabajo de menores de quince 
años, y se implementarán políticas de erradicación progresiva del trabajo 
infantil. El trabajo de las adolescentes y los adolescentes será excepcional, y 
no podrá conculcar su derecho a la educación ni realizarse en situaciones 
nocivas o peligrosas para su salud o su desarrollo personal. Se respetará, 
reconocerá y respaldará su trabajo y las demás actividades siempre que no 
atenten a su formación y a su desarrollo integral.” (Constitución de la 
República del Ecuador, 2008) 
 
“Art. 340. El sistema nacional de inclusión y equidad social es el conjunto 
articulado y coordinado de sistemas, instituciones, políticas, normas, 
programas y servicios que aseguran el ejercicio, garantía y exigibilidad de 
los derechos reconocidos en la Constitución y el cumplimiento de los 
objetivos del régimen de desarrollo. 
 
El Estado generará las condiciones para la protección integral de sus 
habitantes a lo largo de sus vidas, que aseguren los derechos y principios 
reconocidos en la Constitución, en particular la igualdad en la diversidad y 
la no discriminación, y priorizará su acción hacia aquellos grupos que 
requieran consideración especial por la persistencia de desigualdades, 
exclusión, discriminación o violencia, o en virtud de su condición etaria, de 
salud o de discapacidad”. (Constitución de la República del Ecuador, 2008) 
 
Las políticas de carácter constitucional siempre estarán destinadas a la garantía y 
efectivización de los derechos de las personas, buscando el interés general sobre el 
particular y tendiendo hacia acciones efectivas que permitan alcanzar el buen vivir, 
además instituye instrumentos de planificación y ejecución de los preceptos 
constitucionales y de tratados internacionales, desarrollando medidas, acciones y 
políticas públicas que fundamenta una respuesta a la prevención, sanción y reparación 





CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA. 
 
“Art. 52.- Prohibiciones relacionadas con el derecho a la dignidad e imagen. 
Se prohíbe: 
1. La participación de niños, niñas y adolescentes en programas, mensajes 
publicitarios, en producciones de contenido pornográfico y en espectáculos 
cuyos contenidos sean inadecuados para su edad;(…) 
 
Art. 81.- Derecho a la protección contra la explotación laboral.- Los niños, 
niñas y adolescentes tienen derecho a que el Estado, la sociedad y la familia 
les protejan contra la explotación laboral y económica y cualquier forma de 
esclavitud, servidumbre, trabajo forzoso o nocivo para su salud, su 
desarrollo físico, mental, espiritual, moral o social, o que pueda entorpecer 
el ejercicio de su derecho a la educación. 
 
Art. 82.- Edad mínima para el trabajo.- Se fija en quince años la edad 
mínima para todo tipo de trabajo, incluido el servicio doméstico, con las 
salvedades previstas en este Código, más leyes e instrumentos 
internacionales con fuerza legal en el país. 
 
La infracción a lo dispuesto en el inciso anterior, no libera al patrono de 
cumplir con las obligaciones laborales y sociales que le impone la relación 
de trabajo. 
El Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia, de oficio o a petición de 
cualquier entidad pública o privada, podrá autorizar edades mínimas por 
sobre la señalada en el inciso anterior, de conformidad con lo establecido en 
este Código, la ley y en los instrumentos internacionales legalmente 
ratificados por el Ecuador.” (Código de la Niñez y Adolescencia) 
 
Se mantiene las tendencias garantista de respetar y proteger los derechos humanos, 






1.7. Plan Nacional. 
 
En el año 2004, el Ecuador declaró como polí tica prioritaria el combate contra la trata 
de personas y el tráfico ilegal de migrantes, explotación sexual y laboral, así en el 
Decreto Ejecutivo No. 1981, en donde se impulsó un Plan Nacional para combatir esta 
clase de delitos, de esta forma se logró promulgar dicho Plan en el decreto Ejecutivo 
No. 1823, Registro Oficial · 375, del año 2006, en dicho plan se requirió que se 
involucre todas las instituciones del estado, el Ministerio de Gobierno hoy Ministerio 
del Interior es el que se ha encargado de promulgar este Plan, en el año 2007 y 2008 
se involucraron los Ministerios de Inclusión Económica y Social (MIES) y el Instituto 
Nacional de la Niñez y la Familia (INNFA), empezaron a colaborar en sistema de 
protección de víctimas. En el año 2010 el Minister io de Justicia, Derechos Humanos y 
Cultos, asumió la coordinación del Plan contra la Trata y otros delitos, y se conformó 
un Comité de actualización del Plan y se integró a la Secretaria Nacional del Migrante 
(SENAMI, Defensoría del Pueblo, Consejo Nacional de la Niñez y la Adolescencia 
(CNNA), Comisión da Transición hacia el Consejo de la Igualdad de las Mujeres y 
Genero, Consejo de la Judicatura y Fiscalía General del Estado; sin embargo, en el 
año de 2011 la rectoría del Plan paso a manos del Ministerio del Interior; básicamente 
el plan se conserva de acuerdo a la coordinación interinstitucional desde ejes de 
prevención – promoción de derechos, investigación – sanción, protección especial – 
reparación integral de las víctimas y coordinación nacional e int ernacional, en este 
proceso se incluyen procesos de construcción y participación ciudadana con actores de 
la sociedad civil y de cooperación internacional, las bases se sientan sobre marco 
normativo nacional: así  
 
 Constitución de la República del Ecuador 
 Código Orgánico Integral Penal 
 Código de la Niñez y Adolescencia  
 Código de Trabajo 
 




 Protocolo de Prevenir, Reprimir y sancionar la Trata de Personas 
especialmente mujeres y niños que complementa la Convención de las 
Naciones Unidas contra la delincuencia organizada, transnacional, también 
conocido como “Protocolo de Palermo 2002”.  
 Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada, 
Transnacional, 2000. 
 Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del niño relativo a 
la venta de niños la prostitución infantil y utilización de niños en la 
pornografía 2000. 
 Convención No. 182 de la OIT, sobre la eliminación de las formas de trabajo 
infantil. 
 Estatuto de Roma de la Corte penal Internacional, 1998  
 Declaración de derechos humanos (1959).  
 Convenio para la represión de la Trata de Personas y la explotación de la 
prostitución ajena, 1949. 
 
El Plan Nacional para la Prevención y Sanción de la Trata de Per sonas y Reparación 
Integral de las Victimas, se convirtió en una prioridad en la política de Estado, por lo 
que en año 2005 se configuró como un delito penalizado como una política anti trata; 
sin embargo se puede decir que aún no se ha implementado en la totalidad el plan pues 
existen varias falencias ya que la ser un acto ilegal pocas personas quieren dar el 
testimonio, pocas se acogen al sistema por lo que existe pocas denuncias, al ser un 
delito tan oculto, no se puede realizar un cuadro estadístico de los cientos de casos 
que existen, en fin, miles de atascos que no permite perpetrar el Plan Nacional y 
erradicar esta clase de delitos atroces.  
 
1.8. Política de Estado. 
 
De las políticas se derivan temas para tratar los delitos de trata de personas y de 
tráfico ilegal de personas, se ha implementado el Plan Nacional de Desarrollo, o Plan 
Nacional del Buen Vivir, en cuyo objetivo 9 estable  “la garantía de la vigencia de los 
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derechos y la justicia, buscando erradicar políticas discriminatorias, estableciendo 
parámetros anti – trata orientas a la protección de las mujeres,  niños y otras personas 
pertenecen a los grupos de atención prioritaria” . (Plan Nacional del Buen Vivir, 2014) 
 
En el objetivo 5: “Se busca garantizar la soberanía y la paz, e impulsar la 
inserción estratégica del mundo y la integración, en el objetivo 5.7 en donde 
se busca combatir la delincuencia transnacional, construyendo un sistema 
integral de prevención y protección de víctimas”. (Plan Nacional del Buen 
Vivir, 2014) 
 
También se pueden resaltar otras acciones como el establecimiento de programas 
intersectoriales eficaces de prevención, protección y apoyo a víctimas de violencia 
intrafamiliar; abuso sexual, explotación, trafico con fines sexuales, prevenir y 
sancionar la esclavitud, y finalmente promoviendo un trabajo estable, justo y digno.  
 
1.9. Constitución de la República del Ecuador. 
 
En atención a los grandes cambios económicos, jurídicos, políticos y sociales que el 
mundo está atravesando por el desarrollo de la globalización por la demanda de 
garantías y promoción de los Derechos Humanos un tema que se ha desarrollado y se 
ha fortalecido por el tiempo, con especial énfasis en cuanto a los derechos y deberes 
con reconocimiento en temáticas de género, etnias, generacionales, interculturales, 
discapacidad y movilidad humana, como producto de la lucha de diversos grupos que 
por años han sido ignorados sin ser reconocidos por el Estado.  
 
En virtud de los cambios antes mencionados es trascendental estudiar si el derecho 
está siendo anacrónico o evolutivo con relación a las corrientes garantistas, en donde 
los derechos y la posición jurídica de los grupos de atención prioritaria en la sociedad 
es el eje primordial; por lo que, es menester establecer si es que éste a través de sus 
normas vigentes en el ordenamiento jurídico está generando discriminación o igualdad 
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hacia los grupos de atención prioritaria, a través de la determinación de los efectos 
jurídicos producto de las leyes. 
 
Se conoce que los fundamentos de línea garantista establecidos en la Constitución por 
lo expuesto es menester y de interés social analizar  si en nuestra legislación 
constitucional se está considerando los derechos de las personas de atención 
prioritaria; sin embargo, es fácil de determinar si se lo está haciendo puesto que desde 
la aprobación por la población ecuatoriana de la nueva Constitución en el año 2008, se 
aceptaron los planteamientos garantistas por lo que se dio un giro de 90 grados el 
rumbo social de las ecuatorianas y ecuatorianos, de acuerdo a nuestra Constitución, la 
inclusión y reconocimiento de grupos socialmente discriminados e ignorados por años 
es notoria tanto así que a lo largo del texto constitucional se dedican sendos 
articulados para garantizar y reconocer derechos a los grupos de atención prioritaria, 
es así como en el artículo 35, se reconoce y se describe a las personas que conforman 
los grupos de atención prioritaria, en el artículo 11 se establecen los principios por los 
que se rigen los derechos implantando como eje primordial la igualdad. (Constitución 
de la República del Ecuador, 2008)  
 
En el Ecuador, con la Constitución del 2008, se reconoce  en el Art. 40 el derecho de 
las personas a migrar. “No se identificará  ni se considerará a ningún ser humano 
como ilegal por su condición migratoria”. En el artículo. 66, numeral 29, literal b, 
Los derechos de libertad también incluyen:  
 
b) La prohibición de la esclavitud, la explotación, la servidumbre y el tráfico 
y la trata de seres humanos en todas sus formas. El Estado adoptará medidas 
de prevención y erradicación de la trata de personas, y de protección y 
reinserción social de las víctimas de la trata y de otras formas de violación 
de la libertad. (Constitución de la República del Ecuador, 2008) 
 
 




Establece la necesidad de crear política pública que garantice el acceso a los derechos 
tanto de los ecuatorianos en el exterior como de los extranjeros en territorio nacional. 
Sobre esta base constitucional se discute actualmente la Ley de Movilidad Humana.  
 
1.10. Código Orgánico Integral Penal. 
 
Dentro del Código Orgánico Integra Penal que entró en vigencia en nuestro país el 10 
de agosto de 2014, se establece en la sección segunda  la definición y las sanciones de 
Trata de Personas. 
 
El artículo 91 del COIP define a la Trata de Personas como:  
 
“La captación, transportación, traslado, entrega, acogida o recepción para 
sí o para un tercero, de una o más personas, ya sea dentro del país o desde o 
hacia otros países con fines de explotación, constituye delito de trata de 
personas. 
Constituye explotación, toda actividad de la que resulte un provecho 
material o económico, una ventaja inmaterial o cualquier otro beneficio, 
para sí o para un tercero, mediante el sometimiento de una persona o la 
imposición de condiciones de vida o de trabajo, obtenidos de: 
1. La extracción o comercialización ilegal de órganos, tejidos, fluidos o 
material genético de personas vivas, incluido el turismo para la donación o 
trasplante de órganos. 
2. La explotación sexual de personas incluida la prostitución forzada, el 
turismo sexual y la pornografía infantil. 
3. La explotación laboral, incluido el trabajo forzoso, la servidumbre por 
deudas y el trabajo infantil. 
4. Promesa de matrimonio o unión de hecho servil, incluida la unión de 
hecho precoz, arreglada, como indemnización o transacción, temporal o 
para fines de procreación. 
5. La adopción ilegal de niñas, niños y adolescentes. 
6. La mendicidad. 
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7. Reclutamiento forzoso para conflictos armados o para el cometimiento de 
actos penados por la ley. 
8. Cualquier otra modalidad de explotación.” (CODIGO ORGANICO 
INTEGRAL PENAL, 2014) 
 
Además el Código Integral Penal establece las sanciones para el delito de trata de 
personas. 
 
El Art. 92 del COIP señala:  
“La trata de personas será sancionada: 
1. Con pena privativa de libertad de trece a dieciséis años. 
2. Con pena privativa de libertad de dieciséis a diecinueve años, si la 
infracción recae en personas de uno de los grupos de atención prioritaria o 
en situación de doble vulnerabilidad o si entre la víctima y el agresor ha 
existido relación afectiva, consensual de pareja, conyugal, convivencia, de 
familia o de dependencia económica o exista vínculo de autoridad civil, 
militar, educativa, religiosa o laboral. 
3. Con pena privativa de libertad de diecinueve a veintidós años, si con 
ocasión de la trata de personas, la víctima ha sufrido enfermedades o daños 
sicológicos o físicos graves o de carácter irreversible. 
4. Con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años, si por motivo 
de la trata de personas se produce la muerte de la víctima. La trata se 
persigue y sanciona con independencia de otros delitos que se hayan 
cometido en su ejecución o como su consecuencia”. (CODIGO ORGANICO 
INTEGRAL PENAL, 2014) 
 
1.11.  Mecanismo de Tratamiento en el Ecuador 
 
El mecanismo de tratamiento para el problema de Trata de Personas radic a en los 




1.- Prevención.- La prevención como principio se mantendrá en la consecución de 
políticas, estrategias, proyectos, acciones que propendas al cambio de factores 
socioculturales,    
2.- Protección Integral y Reparación – restitución de derechos.- es una relación 
estado – victimas, el impulso y seguimiento de procesos judiciales de acuerdo a  la 
normativa interna e internacional. 
 
3.- Investigación – sanción y acceso a la justicia.- expresa directamente la 
judicialización de los casos de trata, acceso a la justicia de forma gratuita y 
transparente y la reparación inmediata de la víctima.  
 
4.- Coordinación y cooperación.- el trabajo organizado con las organizaciones de 
carácter público y privado, observando los instrumentos jurídicos nacionales e 
internacionales. Estado – instituciones públicas y privadas. 
 
Además incluyen principios rectores como es la responsabilidad del estado en todas 
las políticas y acciones adoptadas para enfrentar el delito de trata de persona, tener 
como enfoque superior la primacía de derechos humanos la protección, la 
coordinación de trabajo con todas las instituciones del Estado, mantener el principio 
de igualdad y no discriminación, protección integral a las víctimas, interés superior 










2. ROL DE LAS INSTITUCIONES DEL ESTADO. 
 
Es importante resaltar que en el marco del Plan Nacional para erradicar los delitos de 
trata de personas, se han determinado roles esenciales para cada institución del estado 
las mismas que son encargadas de crear políticas encaminadas a la protección, 
investigación, sanción y erradicación de los delitos de trata y tráfico ilegal de 
personas. 
 
2.1. Ministerio del Interior (Ministerio del Interior / OIM, Institucionalidad 
Trata Ecuador) 
 
Se constituye como el ente rector dentro del Plan Nacional pues tiene como objetivo 
establecer principios, enfoques, acciones integrales y coordinadas, y estrategias para 
la prevención y sanción de la Trata interna e internacional de personas en todos sus 
fines, atención integral y restitución de derechos de las víctimas, potenciales víctimas 





1.- Profundizar en el conocimiento sobre la problemática de la   Trata de personas. 
2.- Desarrollar un sistema nacional unificado de información que permita contar con 
datos actualizados y debidamente desagregados.  
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3.- Impulsar procesos de formación, capacitación, sensibilización y concienciación 
sobre la problemática de la Trata interna e internacional de personas en todos sus 
fines. 
4.- Impulsar acciones orientadas a erradicar las causas que generan y naturalizan la 
Trata de personas, en coordinación con otras instancias del Estado. 
5.- Garantizar la asistencia, protección integral, restitución de derechos y 
reintegración social y económica de las víctimas de Trata y sus familias, a través de 
programas especializados y personalizados, con enfoque de derechos humanos, 
presupuestos estables, permanentes y oportunos.  
6.- Garantizar el acceso a la justicia a las personas afectadas por la Trata y erradicar 
progresivamente la impunidad y la re victimización, a través de procesos 
especializados de investigación del delito, sanción oportuna, personal altamente 
calificado y respeto a los derechos de las víctimas.  
7.- Establecer y fortalecer mecanismos de coordinación y cooperación con instancias 
nacionales e internacionales comprometidos en la lucha contra la  Trata de personas y 
asistencia a las víctimas. 
8.- Impulsar mecanismos claros de seguimiento, monitoreo y evaluación que aseguren 
el cumplimiento e implementación de los principios, enfoques, estrategias y acciones 











Las políticas contra la Trata deberán 
tomar en consideración las necesidades y 
capacidades particulares de niños, niñas, 
adolescentes, jóvenes, adultos/as y 
adultos/as mayores. Se reconocerá que las 
relaciones desiguales de poder entre 
adultas/os y personas menores de edad 
constituyen un factor que estimula y 
mantiene la Trata de personas, y se 
promoverá acciones y medidas para 
erradicar progresivamente este tipo de 
relaciones. 
 
Enfoque de Interculturalidad: 
 
Se promoverá el reconocimiento y respeto 
a la diversidad, a través de políticas que 
tomen en cuenta las identidades, 
expresiones y necesidades de los 
diferentes grupos protegidos. 
 
 
Enfoque de derechos humanos: 
 
Reconoce la centralidad del ser humano y 
su condición de portador de derechos 
irrenunciables, inalienables, indivisibles e 
interdependientes. Este enfoque abre la 
posibilidad de desarrollar acciones de 
exigibilidad jurídica, política y social. En 
el caso de víctimas de Trata, este enfoque 
permite reconocer que las personas 
afectadas son sujetos de derechos y no 




Enfoque de Género: 
 
La Trata de personas afecta de manera 
diferenciada a hombres y mujeres, por lo 
que se hace necesario que las medidas de 
prevención y protección tomen en cuenta 
las necesidades específicas y 
diferenciadas de estos grupos. Las 
políticas anti-trata reconocerán que la 
violencia y la discriminación de género 
son causas estructurales que originan y 
naturalizan este delito y buscarán 
promover la equidad entre los géneros.  
 
 
Enfoque de Territorialidad. 
 
Las políticas contra la Trata de personas 
deberán tomar en consideración las 
manifestaciones particulares de esta 
problemática en los territorios. Los 
diagnósticos locales, planes de desarrollo 
regional, provincial, cantonal y demás 
conocimientos locales serán 
indispensables para la formulación, 
implementación y evaluación de acciones 
y medidas anti-trata. En todo este proceso 
también se tomará en cuenta y se 
fortalecerá a gobiernos locales, redes 
sociales e  institucionales de 
representación territorial que trabajan en 
la temática de la Trata de personas. 




Este Plan tendrá como población objetivo a todas las personas que han sido víctimas 
de la Trata en sus diversos fines sean mujeres, hombres o personas transgénero, ta nto 
adulto/as como menores de edad-, sus familias y entornos sociales, así como a 
potenciales víctimas de esta problemática. Las acciones de prevención estarán 
destinadas a la población en general.  
 
Serán considerados grupos prioritarios de atención de este Plan: 
 
Las niñas, niños, adolescentes, jóvenes, mujeres y personas con discapacidad que han 
sido víctimas de la Trata interna e internacional en todos sus fines, la población de 
zonas altamente vulnerables a la Trata interna e internacional, especialmente personas 
menores de edad, jóvenes, mujeres y personas con discapacidad y refugiadas, 
refugiados y solicitantes de refugio; migrantes internos e internacionales.  
 
El Plan también está dirigido a:  
 
1. Decisores y ejecutores de política pública:  autoridades del gobierno central y 
gobiernos locales. 
2. Ejecutores de políticas y proyectos:  funcionarios y funcionarias de 
organizaciones no gubernamentales que intervienen en la problemática de 
la  Trata de personas 
3. Instancias internacionales que trabajan en el tema:  organismos de cooperación 
internacional. 
 
En forma indirecta a la población en general que recibirá información especializada 
sobre el tema, especialmente comunicadores y comunicadoras sociales que transmiten 
contenidos sobre esta problemática. 
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“Conjunto de políticas, estrategias, proyectos, acciones, entre otros, que deben ser 
programadas y coordinadas para generar conciencia sobre la dimensión y gravedad del 
problema”, y lograr que las diferentes instancias del Estado y sectores sociales 
comprometidos con el tema articulen respuestas efectivas. Estas respuestas deberán 
incluir: acciones que apunten a modificar las causas estructurales y factores de 
vulnerabilidad que promueven la Trata interna e internacional de per sonas en todos 
sus fines; políticas y programas que propendan al cambio de patrones socioculturales 
que alimentan y mantienen este delito; medidas de regulación y control que impidan la 
proliferación y naturalización de los casos de   Trata de personas. 
 
Protección Integral y Reparación-Restitución de Derechos 
 
Es la garantía que ofrece el Estado a víctimas, potenciales víctimas y a sus familias, 
independientemente de su colaboración en los procesos legales, y en concordancia con 
los instrumentos nacionales e internacionales de derechos humanos. Esta garantía 
incluye, entre otras acciones: adoptar medidas que protejan la integridad física de las 
personas afectadas; promover servicios de atención integral y con personal 
especializado que brinde asistencia médica, psicológica, social, legal y educativa, así 
como oportunidades de empleo, educación y capacitación que faciliten la reintegración 
social y económica de las víctimas. Los espacios de acogimiento y la información 
adecuada y oportuna son parte del proceso de protección integral. Un paso previo a la 
protección, sin embargo, es la identificación de las víctimas, requisito imprescindible 
para que éstas puedan acceder a los servicios de asistencia y protección.  
 
Junto a las acciones arriba mencionadas, la protección contempla la reparación que se 
refiere a la posibilidad que se debe dar a los individuos para que accedan a un recurso 
eficaz con el objeto de aliviar el daño sufrido. La reparación incluye: la restitución, 
indemnización, rehabilitación (atención legal, social, médica, psicológica), 
satisfacción (a través de sanciones, disculpas públicas, etc.) y garantías de no 




Investigación-Sanción y Acceso a la Justicia 
 
La judicialización de los casos de Trata debe ser vista como parte del proceso de 
protección integral a las víctimas, pues brinda a estas personas acceso a la justicia y 
procura la reparación de los daños ocasionados.  
 
Uno de los primeros pasos que se pone en acción en el sistema judi cial es la 
investigación, que, a través de un proceso especializado, lógico, legal y pertinente, 
tiene por objeto establecer si un hecho constituye un delito y determinar quiénes son 
los/as responsables. La sanción, en cambio, busca la reparación de las ví ctimas por los 
hechos cometidos, y de la sociedad en tanto que al sancionar este delito se erradica la 
impunidad. 
  
Coordinación y Cooperación 
 
Son acciones, estrategias y mecanismos que aseguran la participación articulada de las 
diferentes instituciones –públicas y privadas- que intervienen en la problemática de la 
Trata, garantizando intervenciones más eficaces y coherentes, así como una mejor 
utilización de los recursos. 
 
“Los mecanismo de coordinación y cooperación permiten el intercambio de 
información, la planificación estratégica, la división de responsabilidades y la 
sostenibilidad de los resultados”. Las acciones de coordinación y cooperación deben 
darse tanto a nivel nacional –entre diferentes instituciones del Estado y entre éstas y 
organizaciones sociales comprometidas con el tema-, así como a nivel internacional, 
entre países de origen,  tránsito y destino de las víctimas de la Trata. Los mecanismos 
de coordinación y cooperación deben partir por establecer de manera clara las 






Producción de conocimiento:  desarrollar información actualizada, tanto cuantitativa 
como cualitativa, sobre la naturaleza, dimensiones, causas y consecuencias  de la Trata 
interna e internacional de personas en todos sus fines, que permita la formulación de 
políticas más sustentadas y la toma decisiones adecuadas.  
 
Comunicación: desarrollar estrategias informativas para diferentes grupos 
poblacionales, con el fin de sensibilizar y concienciar sobre la magnitud y dimensión 
de esta problemática. 
 
Fortalecimiento Institucional: fortalecer a las instituciones del Estado central y 
gobiernos autónomos descentralizados para que tengan mejor capacidad institucional y 
técnica de elaborar e implementar políticas articuladas frente a la   Trata de personas, 
así como evaluar las acciones y estrategias adoptadas.  
 
Trabajo en Red: promover políticas, acciones y medidas articuladas y coordinadas 
entre los diferentes sectores comprometidos con el tema (Estado, sociedad civil, sector 
privado, iglesias, gobiernos autónomos descentralizados, etc.).  
 
Transformación de patrones socioculturales: aportar en la transformación de 
prácticas e imaginarios sociales que naturalizan y promueven el delito de Trata de 
personas en todos sus fines, a través de procesos de información, sensibilización, 






2.2. Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana. 
 
Es el ente rector de la política de cooperación y es responsable de la gestión y 
coordinación, la integración latinoamericana y el comercio exterior respondiendo a los 
intereses del pueblo ecuatoriano, es el encargado a través de las oficinas consulares 
ecuatorianas, la concesión de servicios eficaces, eficientes y  de calidad a la población 
ecuatoriana, dirige políticas de refugio y aplicación de políticas de movilidad humana 





Promover la libere movilidad de los seres humanos y la plena vigencia de los derechos 
humanos, lograr que los servicios del Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad 
Humana, sean de calidad, eficientes y accesibles para todos los ciudadanos, los 
servicios son atención a las victimas nacionales y extranjeros, el rol de los 
Consulados, la articulación de políticas regionales frente a la tratad e personas, las 
victimas de trata y derecho al refugio, identificación y abordaje de las víctimas.  
(Ministerio del Interior)  
 
 
2.3. Ministerio de Inclusión Económica y Social. 
 
Esta cartera de estado, tiene por objeto prevenir la violación de derechos y garantizar 
las protección especial de la población e programa tiene como objetivo garantizar 
acciones para restituir los derechos cuando estos han sido violentados por diferentes  
causas, entre ellas, la violencia en sus diversas dimensiones física, psicológica y 
sexual, trabajo infantil; abuso y explotación sexual y laboral;  trata y tráfico, ha 
concentrado especialmente en la prevención y en la restitución de derechos de 
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víctimas de maltrato infantil y violencia intrafamiliar. Entre los servicios que presta 




1. Protección Especial 
2. Desarrollo Integral 
 
Su objetivo radica en la protección de violación de derechos y garantizar la protección 
especial de los grupos de atención prioritaria, destinando políticas de protección 
especial promoviendo, garantizando, protegiendo y restituyendo derechos, a trav és de 
gestión estratégica en la formulación, aplicación e implementación de las políticas, 
programas normas e instrumentación que permitan fomentar y garantizar los derechos 




1. Eliminación de restricciones de participación ciudadana en los ámbitos 
políticos, económicos y sociales. 
2. Atención integral a la población con énfasis a los grupos de atención 
prioritaria. 









Erradicar el trabajo infantil, acogimiento, escolarización progresiva, y erradicación de 
la mendicidad a través de programas como “Navidad Digna y Solidaria”  
 
2.4. Fiscalía General del Estado. 
 
La fiscalía general del estado es la encargada de dirigir los ejes de investigación y 
sanción pues dirige con objetividad técnica y ética la investigación del delito la 
sociedad, acusar a los responsables, proteger a las víctimas y garantizar los derechos 
humanos, aplicando el plan estratégico estatal desde el trabajo interinstitucional para 
combatir este delito y también a su correcta tipificación para plantear los procesos 
judiciales, ya que suele confundirse este delito con los de la gama de los  sexuales o 
con el tráfico de migrantes. La Fiscalía General persigue los crímenes y detectando a 
los responsables de esta afectación a los bienes jurídicos fundamentales que son la 
integridad, la libertad sexual y la vida. Se constituye en el garante de l a seguridad 
jurídica ciudadana y referente a la administración de justicia penal.  
 
En nuestro país no escapa de esta realidad. Entre el 2012 y 2014, como resultado de 
los operativos dirigidos por la Fiscalía General del Estado, se rescató a 796 mujeres de 
las redes de trata. Además se consiguieron 17 sentencias condenatorias para 31 
procesados por el delito de trata de personas. (Fiscalía General del Estado.) 
 
2.5. Consejo de la Judicatura. 
 
En proceso de reestructuración de justicia se ha implementado varias gestiones del 
servicio  especializado contra los delitos de Trata de Personas respondiendo a los 
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fundamentos constitucionales y a la jurisprudencia  nacional e internacional, motivo 
por el cual tanto jueces/juezas como funcionarios/funcionarias de estas unidades serán 
formados y capacitados en temas de especialización de protección de derechos, 
constitucionalismo, derechos humanos y además se capacitarán en el modelo de 





El de responsabilidad del Estado Ecuatoriano de respetar y garantizar la vigencia 
plena de los derechos humanos de todos/as los ciudadanos/as.  
Este principio se fundamente en una norma de derecho internacional general; de la 
misma se desprende la responsabilidad del Estado de:  
1) Proteger el derecho de los particulares a ejercer sus derechos humanos.  
2) Investigar las presuntas violaciones de los derechos humanos.  
3) Castigar a los autores de violaciones de los derechos humanos. 
4) Proporcionar recursos eficaces a las víctimas de violaciones de los derechos 
humanos. 
5) El derecho a la reparación oportuna e integral de las víctimas. Por regla general, la 
norma de la “debida diligencia” se ha aceptado como medida para evaluar la 
responsabilidad del estado. Se promueven acciones integrales y coordinadas entre las 
diferentes instituciones del Estado, de la sociedad civil y organismos internacionales, 
tendientes a reconocer la existencia y consecuencias de los de litos de explotación 
sexual comercial infantil, prostitución forzada de mujeres, plagio, tráfico y trata de 
personas; se construyen y ponen en marcha sistemas especializados y se implementan 
de manera plena marcos jurídicos internacionales en la normativa nacional. Las 
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mujeres, niñas, niños y adolescentes víctimas, o en riesgo de serlo, gozan de garantías 
para la atención, protección y restitución de sus derechos.  
 
2.6. Creación del Comité Interinstitucional. 
 
El fenómeno de la globalización de la economía de mercado ha generado o 
intensificado la explotación de recursos y de seres humanos. La rentabilización 
máxima de los recursos naturales y de todo aquello de lo cual se logre sacar utilidad 
en provecho propio, por lo general de un modo abusivo, incluye las cua lidades de las 
personas. La trata, tráfico y explotación de las personas implica la obtención de 
utilidad o ganancia y la organización de los medios conducentes al aprovechamiento 
de los seres humanos, perpetuando la vigencia de delitos que atentan graveme nte a la 
dignidad de las personas, como es el caso de la esclavitud o el servilismo. Los seres 
humanos son, considerándolos como objetos, valores de cambio sobre los cuales se 
ejercen atributos inherentes a la propiedad como la compra -venta, trueque, alquiler o 
transferencia de cualquier índole. 
 
La condición básica que hace posible la existencia de los delitos materia del Plan, es 
la relación de poder que explotadores y/o tratantes ejercen sobre la persona explotada. 
La responsabilidad del Estado es dar cuenta de la gravedad y consecuencias de estas 
conductas, definiendo con claridad la responsabilidad y sanción para los tratantes, 
traficantes, “clientes”, explotadores, proxenetas, intermediarios, facilitadores y demás 
personas que intervengan o se beneficien de estos delitos. Adicionalmente, es 
fundamental que el Estado de respuestas a las víctimas asegurando políticas de 
protección integrales y especiales, y garantizando recursos estables, permanentes y 
oportunos para el rescate, protección y restitución de sus derechos, por ello mediante 
Decreto Ejecutivo No. 1981 de agosto de 2004, se declaró como política prioritaria del 
Estado “el combate al plagio de personas, tráfico ilegal de migrantes, explotación 
sexual y laboral y otros modos de explotación y pros titución de mujeres, niños, niñas 
y adolescentes, pornografía infantil y corrupción de menores”, se dispuso la 
elaboración del Plan Nacional de Acción y la conformación de una Comisión Nacional 
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constituida por organismos públicos, con la finalidad de opera tivizar la ejecución de 
esta importante tarea, la comisión responsable determinó la creación de una Secretaría 
Técnica, integrada por el Consejo Nacional de las Mujeres - CONAMU, el Consejo 
Nacional de la Niñez y Adolescencia - CNNA y el Ministerio de Gobierno a través de 
la Dirección Nacional de Género - DINAGE. 
 
En octubre del 2006 el Estado Ecuatoriano aprueba mediante Decreto Ejecutivo No. 
1823, Registro Oficial # 375, el  Plan Nacional Contra la Trata de personas, Tráfico 
ilegal de migrantes, explotación sexual y laboral, y otros modos de explotación y 
prostitución de mujeres, niños, niñas y adolescentes, pornografía infantil y corrupción 
de menores, con lo cual reafirmó su compromiso de establecer como política pública 
prioritaria el combate a la trata de personas. No obstante en el año 2010 se propuso 
una reformulación del Plan con el fin de enfocar de manera especializada la 
problemática de la trata de personas, ofreciendo un enfoque integral basado en la 
prevención, la protección de las víctimas, la investigación y sanción; que al mismo 
tiempo promueva acciones integrales y coordinadas entre las diferentes instituciones 
del Estado, así como una mejor coordinación con la sociedad civil, las organizaciones 
y la cooperación internacional.  
 
Para la elaboración del Plan, la Comisión trabajó una propuesta borrador en varios 
talleres internos, la misma que fue entregada a las instituciones miembros de la 
Comisión para impulsar procesos de consulta y retroalimentación. El CONAMU 
desarrolló un taller de carácter nacional con las contrapartes locales de este 
organismo; y el Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia promovió tres talleres 
regionales con los actores locales del Sistema Nacional Descentralizado de Protección 
Integral a la Niñez y Adolescencia. Todos los aportes recogidos en los diferentes 
eventos han sido incorporados en el documento final del Plan Nacional. La 
construcción de este Plan contó con el apoyo técnico y financiero de UNICEF, OIT, 
OIM, organismos de cooperación internacional que de manera respetuosa 






Ministerio del Interior 
Ministerio de Inclusión Económica y Social  
Ministerio de Relaciones Laborales 
Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio e Integración 
Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos  
Ministerio de Educación 
Ministerio Coordinador de Desarrollo Social  
Ministerio Coordinador de la Seguridad 
Ministerio de Salud Pública 
Ministerio de Turismo 
Comisión de Transición hacia el Consejo de la igualdad de las Mujeres y Equidad de 
Género  
Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia 
Defensoría del Pueblo 
Secretaria Nacional del Migrante 
Fiscalía General del Estado 
Policía Nacional 
Consejo de la Judicatura 
 
 
2.7. Mesas de Trabajo. (protección, sanción, prevención) 
 
Tomándose como base que se trata de un Plan, que tiene como materia de acción a una 
seria de conductas de naturaleza delictiva, se diferencian ejes prioritarios: Prevención, 
Investigación, Protección, Sanción y Restitución de los Derechos de las Víctimas. 
Estos ejes, en sí mismos y en relación complementaria, servirán como base para el 
diseño del Plan propiamente dicho, para la elaboración de planes operativos 
posteriores y para el diseño de mecanismos de seguimiento y evaluación de las líneas 




Para partir de una comprensión compartida de estos ejes, que sirvan como guía para la 
definición de políticas y objetivos estratégicos, acordaron las siguientes definiciones 
operativas10:  
 
Prevención: El conjunto de políticas, estrategias, proyectos, acciones, entre otros, que 
deben ser programadas y coordinadas para generar conciencia11 sobre la dimensión y 
gravedad del problema (definición de lo que se entiende por los delitos, sus 
dimensiones, sus causas, su impacto sobre las víctimas, instituciones, organismos y 
actores involucrados, programas y servicios que se ofrecen), y lograr que las 
diferentes instancias del Estado y otros sectores sociales, articulen respuestas 
efectivas, que busquen la eliminación y/o modificación de las condiciones, causas y 
factores de riesgo y de vulnerabilidad que originan las conductas delictivas y de 
victimización. 
 
Investigación y Sanción: La investigación tiene por objetivo establecer -a través de 
un procedimiento lógico, legal, y pertinente- si un hecho que está en consideración del 
Ministerio Público es constitutivo de delito. Establecer cómo sucedieron los hechos, 
quiénes son los responsables, qué grado de participación tiene los imputados y en qué 
figura tipificada en el código penal se encuadra el hecho pesquisado.  
 
La sanción busca la reparación de las víctimas por el hecho cometido y la reparación 
de la sociedad, en tanto, al sancionar estos delitos, se erradican la impunidad. Esta 
tarea atañe a los tribunales de justicia, en la persona de las juezas/es que son quienes 
establecen las sanciones a los delitos cometidos.  
 
Protección: La protección se refiere a la garantía que debe ofrecer el Estado a las 




Esta garantía significa entre otros aspectos:  tomar medidas que protejan la 
integridad física y la seguridad de las víctimas y la de sus familiares y posibles 
testigos a su favor. Procurándoles a las victimas el mayor bienestar físic o y 
psicológico, respeto a su dignidad y privacidad. La protección conlleva garantizar la 
asistencia médica, psicológica necesaria para las víctimas; asimismo se debe contar 
con dependencias y personal especializado. La protección implica asumir durante to do 
el desarrollo de los procesos judiciales los intereses de las víctimas. En este sentido el 
Estado debe brindar la asesoría necesaria para el ejercicio de las acciones judiciales y 
asumir durante todo el desarrollo de los procesos judiciales los interese s y 
circunstancias de las víctimas. La protección se fundamenta en los derechos humanos 
de las víctimas y procura garantizar una vida digna por parte de las víctimas y sus 
familiares. 
 
Reparación, restitución de los derechos de las víctimas:  La reparación - restitución, 
se refiere a la posibilidad que se debe dar a los individuos y las colectividades para 
que accedan a un recurso eficaz (nacional e internacional) con el objeto de aliviar el 
sufrimiento de las víctimas y hacer justicia mediante la eliminació n o corrección en lo 
posible, de las consecuencias de los actos ilícitos y la adopción de medidas 
preventivas y disuasorias respecto de las violaciones.  
 
La reparación incluye: 
 
1. La indemnización, que se refiere a una compensación en dinero por los daños 
físicos y mentales, la pérdida de oportunidades, los daños materiales, las 
afecciones a la reputación y la dignidad, y los gastos de asistencia.  
2. La rehabilitación médica, sicológica y social.  
3. La satisfacción y garantía de no repetición que comprende: cesació n de los 
hechos, el esclarecimiento y difusión de la verdad, las disculpas y 
declaraciones oficiales, las sanciones administrativas, las conmemoraciones y 





3. MECANISMOS INTERNACIONALES 
 
3.1. Marco Normativo Internacional 
 
El estado ecuatoriano ha ratificado una serie de instrumentos internacionales en 
materia de derechos humanos, asumiendo compromisos específicos en la 
temática de Trata de Personas.  
 
Así se el Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de person as 
especialmente mujeres y niños que completa la Convención de las Naciones Unidas 
contra la delincuencia organizada transnacional, “Protocolo de Palermo” (2000). En 
cuyo cuerpo normativo estipula definiciones sobre el tema de “Trata de Personas” 
definiéndola como: 
 
la capacitación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de 
personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de 
coacción, el rapto, fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación 
de vulnerabilidad o a la concesión o recepción de pagos o beneficios para 
obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, 
con fines de explotación. (Artículo 13 del Protocolo para prevenir) 
 
Estipulando claramente que la Trata de personas se funda en los principios de 
explotación y denigración de la dignidad, a través de la “prostitución ajena u otras 
formas de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas 
análogas a la esclavitud, la servidumbre o la extracción de órganos”   (artículo 13 del 
Protocolo para prevenir), incluyendo en ellos que existe aceptación de la persona 
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explotada iniciando el proceso de captación, el transporte, el traslado, la acogida o la 
recepción de la persona para los fines de explotación. Los instrumentos de derecho 
internacional de protección de derechos son destinados como medios de prevención 
para no atentar contra los derechos, deberes y garantías de cada ser humano, pues 
busca determinar los diversos factores que impulsan el cometimien to de estos delitos a 
través de la investigación a nivel mundial para posteriormente buscar socializar el 
problema, concientizar y obviamente establecer sanciones contra los delitos de trata, 
incluyendo en este sistema métodos de protección como “la recuperación física, 
sicológica y social de las víctimas de trata, que incluye alojamiento adecuado, asesoramiento 
e información sobre sus derechos, asistencia médica, sicológica y material, además de 
oportunidades de educación y empleo”  (artículo 13 del Protoc olo para prevenir), para cada 
víctima de este atroz sistema de explotación. Es importante establecer que cada estado 
parte de la ratificación de este instrumento internacional de derechos humanos tiene 
como deber primordial adoptaran medidas legislativas o  de cualquier otro carácter ya 
sean medidas educativas, sociales y culturales, para desalentar la perpetración de estos 
delitos contra las personas, especialmente mujeres y niños.  
 
El Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relat ivo a la 
Venta de Niños, Prostitución Infantil y la utilización de Niños en Pornografía, 2000. 
En su artículo 3, determina que cada estado parte crear estipulados normativos de 
carácter punitivo para las actividades que se incluyen dentro del delitos de Tr ata de 
Personas, incluyendo la violación de las normas de carácter internacional, incluyendo 
medidas de protección, asistencia, restitución y reparamiento a las víctimas y su 
tratamiento en la justicia penal bajo el principio de interés superior del niño.  
 
Buscando determinar criterios jurídicos que busquen enunciar lo que es la trata de 
personas tratare de resaltar lo esencial de cada uno de los importantes instrumentos 
internacionales de derechos humanos; así: En la Convención #182 de la OITE sobre la 
Eliminación de las Peores Formas De Trabajo Infantil, 1999, en su artículo 3 
determina cuales con las peores formas de denigración de las personas sobre todo en 





 La esclavitud 
 venta y tráfico de niños.  
 La servidumbre y condición de siervo.  
 El trabajo forzoso u obligatorio.  
 El reclutamiento forzoso u obligatorio para conflictos armados  
 La prostitución y pornografía.  
 La utilización, reclutamiento para la realización de actividades 
ilícitas de producción y tráfico de estupefacientes. 
 Cualquier trabajo que por su naturaleza o condiciones que se lleve 
a cabo, dañe la salud, la seguridad o la moralidad de los niños/as.  
 
Los caracteres establecidos no son más que el reflejo de la realidad social de cada 
persona que ha sido víctima de este delito, pues debe someterse a cualquier condición 
indicada para encontrase en estado de vulneración y posterior explotación, en este 
Convenio se busca explicar que la situación de las personas sometidas a trata es 
delicada y difícil de comprobarla por lo que tarta de establecer medidas de carácter 
esencial y prioritario para combatir y eliminar estas actividades, a través de la 
creación de proyectos, diseño de políticas públicas destinadas a garantizar la 
aplicación y el cumplimiento de las disposiciones de este Convenio 
 
Como gran referente para establecer sistemas punitivos y sancionar los delitos de 
“Trata de Personas” está el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, 199, 
nace como un organismo competente para conocer y juzgar los delitos de genocidio, 
lesa humanidad, crímenes de guerra y el crimen de agresión, se tipifica articulados en 
donde como: violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, esterilización forzada 
y abusos sexuales. Así:   
 
Art.7, inciso 1 literal g. Los elementos del crimen del delito de lesa 
humanidad de prostitución forzada son los siguientes:  
Que el autor haya hecho que uno o más personas realizaran uno o 
más actos de naturaleza sexual por la fuerza o mediante coacción, 
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como la causada por el temor a la violencia o la intimidación, la 
detención, la opresión psicológica, o el abuso de poder contra esa o 
esas personas u otra persona, aprovechando un entorno de coacción 
a la incapacidad de esa o esas personas de dar su libre 
consentimiento. Que el autor u otra persona haya obtenido, o 
esperan obtener, ventajas pecuniarias o de otro tipo a cambio de 
actos de naturaleza sexual o en relación con ellos. Que el autor 
haya tenido conocimiento que la conducta era parte de un ataque 
generalizado o sistemático dirigido contra una población civil o 
haya la intención de la conducta fuera parte de ese tipo.  
a) Por manifestar oposición ideológica al orden político, social o 
económico establecido;  
b) Como método de movilización y utilización de la mano de obra 
con fines de fomento económico;  
c) como medida de disciplina en el trabajo;  
d) Como castigo por haber participado en huelgas;  
e) Como medida de discriminación racial, social, como nacional o 
religiosa. 
 
Establece los parámetros de cómo se constituye y como se consuma el delito de Trata 
de personas, pues explica que delitos tiene consigo varios delitos conexos, lo que 
explica que se debe mantener políticas destinadas a la eliminación de este delito.  
 
Después de analizar disposiciones de carácter internacional  que constituyen conceptos 
y procedimientos que nos ayudan a determinar lo que es el delito de trata de personas, 
debo acotar que nunca debe olvidar las principales nociones de garantía de derechos 
que manda la Declaración Universal de los Derechos Humanos  (1959). “Todos los seres 
humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y 
conciencia deben comportarse fraternalmente los unos con los otros”  recordando que la 
libertad es un derecho innato y que nadie debe violentarlo, somos cada uno de 
nosotros los que decidimos sobre nuestra vida, dignidad y destino; sin embargo, bajo 
las necesidades que se presente en cada ser, no deben ser aprovechadas por otros 
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personas sin escrúpulos que buscan burlar la confianza y dignidad de cada ser, 
mantener al concepción de que ya nadie puede ser sometido a esclavitud y 
servidumbre. 
 




En Colombia, este delito afecta anualmente, según los datos disponibles, a unas 70 mil personas, 
lo que la sitúa en el tercer lugar de América Latina, detrás de República Dominicana y Brasil. 
En los últimos años, se ha convertido en receptor de víctimas del delito, procedentes casi 
siempre de los vecinos Ecuador y Perú. Colombia of rece un contexto en donde  las mujeres que 
buscan mejores oportunidades son limitadas por muchos factores externos: violencia hacia las 
mujeres, altas tasas de desempleo, bajos ingresos, madre solterismo, ausencia de condiciones 
básicas para una vida digna. Muchas colombianas deciden así intentar nuevas y mejores 
oportunidades de empleo, ingresos y calidad de vida a través de procesos migratorios forzados o 
voluntarios, dentro o fuera del país, y ven en la migración hacia otros países una posibilidad de 
huir de la violencia y el desempleo.  
 
 
Colombia se convierte así en un país que produce víctimas de  Trata de personas especialmente 
mujeres. El fenómeno de la Trata de personas como un proceso migratorio de las colombianas 
hacia el exterior e interior, se inicia apoyadas por redes del crimen organizado, que aprovechan  
sus necesidades en un entorno que no les provee lo necesario para subsistir y vivir dignamente. 
Muchas piensan que en el extranjero encontraran mejores oportunidades, sin embargo, pocas 
saben que les espera al pasar las fronteras.  
 
 
En este sentido, las mujeres colombianas son vulnerables a ser víctimas de Trata, debido a su 
estatus, a las menos ventajosas posibilidades con las que cuentan respecto a los hombres por vía 
de la exclusión en razón del género, al disminuido estatus en el acceso a la educación y al 
mercado laboral, los altos niveles de subempleo, la asignación de cargos no calificados, las 
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consecuencias del conflicto armado y sus repercusiones en la transformación de la estructura 
familiar. El desplazamiento forzoso finalmente contribuye a crear un escenario propicio para la 
Trata de mujeres. 
 
 
Las diferentes formas de reclutamiento hacen posible captar mujeres de todos los estatus y 
condiciones económicas y sociales a través de avisos en los diarios nacionales y regionales, 
agencias de modelaje, de matrimonio, de viajes, internet, discotecas, ofertas de trabajo 
calificado o profesional en el exterior. Una vez caídas en el engaño, las víctimas son sometidas a 
diferentes tipos de violencia: física, sexual y psíquica. Entre las formas más conocidas de 
intimidaciones se encuentran: el retiro de su pasaporte, amenazas a sus familias en el país de 
origen, su venta a otras redes, el incremento de su deuda hacia los tratantes, aislamiento, control 
y la no remuneración por la actividad realizada. 
 
 
Ya a su llegada al país de destino, las mujeres realizan que han sido engañadas bien en relación 
al país o ciudad, al trabajo acordado o a las condiciones en que ese trabajo se va a desarrollar. 
Efectos de tal engaño son la inmediata exportación en la mendicidad, la prostitución, el servicio 
doméstico, el trabajo en agricultura y los matrimonios serviles, entre otros. La Trata interna de 
mujeres es una problemática a la que se le debería otorgar mayor relevancia, puesto que es la 
antecámara de la Trata externa para aquellas mujeres que, en condición de víctimas, poseen un 
perfil aproximado para ser captadas por las redes de tratantes. Miles de colombianos, hombres, 
mujeres y menores siguen sufriendo en silencio ya sea porque son explotados sexualmente, 
sometidos a trabajos forzados, presionados a ejercer labores degradantes o a permanecer en 
condiciones serviles, obligados a labores semejantes a las de la época de la esclavitud.  
 
 
Según el Reporte de Trata de Personas presentado por el Departamento de Estado de los Estados 
Unidos de América en el 2009 (Departamento de Estado, 2009), Colombia es considerado un 
país de origen de niñas y mujeres víctimas de la trata de personas con fines de explotación 
comercial y servidumbre involuntaria hacia Latinoamérica, el Caribe, Europa del Este y Norte 
América. En particular hay dos modalidades documentadas como son la explotación sexual 
comercial y la servidumbre involuntaria. Además de lo anterior, existen otras condiciones de 
vulnerabilidad de diferentes grupos para la trata de personas como el desplazamiento, la 
mendicidad y los casamientos tempranos. En el informe del Departamento de Estado de los 
Estados Unidos de América, Colombia ha sido considerada como un país de destino para el 
turismo sexual infantil en ciudades costeras como Cartagena, Santa Marta y Barranquilla. 
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También se mencionan algunos casos de matrimonio servil, servidumbre doméstica y 
mendicidad forzada. Entre los grupos más vulnerables a la trata están las personas desplazadas, 
las mujeres en situación de pobreza y ubicadas en áreas rurales, y los menores en riesgo de ser 
reclutados por parte de los grupos armados ilegales 
 
 
Marco legal y político 
 
 
Legislación de Colombia en trata de personas (mujer, 2012) 
 
 
1. Ley 985 de 2005. Por medio de la cual se adoptan medidas contra la Trata de Personas y 
normas para la Atención y Protección de las Víctimas de la misma. Esta ley es integral 
al contemplar medidas no únicamente de represión del delito, sino también acciones 
encaminadas a la atención de las víctimas y a la de prevención. 
 
2. Ley 800 de 2003 -  Ratificación Convención y Protocolo de Palermo 
 
3. Ley 747 de 2002 - Castigar los distintos tipos de Trata 
 
4. Ley 599 de 2000 - Castigar la Trata interna con fines de explotación sexual 
 
5. Decreto 1974 de 1996 de Mujeres, Niñas y Niños 
 
 
Constitución Colombia  
 
 
En Colombia, la Constitución de 1991, en su Artículo 17, ratificó la prohibición de la esclavitud 
y proscribió además prácticas análogas como la servidumbre y la Trata de seres humanos en 
todas sus formas. Además de la Carta fundamental, la Ley 985 de 2005 sobre Trata de Personas, 
aprobada por el Congreso de la República, tipifica este delito de la siguiente manera: “El que 
capte, traslade, acoja o reciba a una persona, dentro del territorio nacional o hacia el exterior, 
con fines de explotación, incurrirá en prisión de trece (13) a veintitrés (23) años y una multa de 
ochocientos (800) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
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Para efectos de este artículo, se entenderá por explotación el obtener provecho económico o 
cualquier otro beneficio para sí o para otra persona, mediante la explotación de la prostitución 
ajena u otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las 
prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre, la explotación de la mendicidad ajena, el 
matrimonio servil, la extracción de órganos, el turismo sexual u otras formas de explotación. El 
consentimiento dado por la víctima a cualquier forma de explotación definida en este artículo no 
constituirá causal de exoneración de la responsabilidad penal.” 
 
 
Ratificación de los Principales Instrumentos Internacionales Derecho 
Internacional de Refugiados  
 
 
1. Convención sobre el Estatuto de los Refugiados 1951 del 10/10/1961 
 
2. Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados 1967 del 04/03/1980 
 
3. Convención sobre el Estatuto de los Apátridas 1954 del 30/12/1954 en proceso de firma 
 
 
Instrumentos Universales de Derechos Humanos  
 
 
1. Protocolo Facultativo de la Convención para la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer 2000 (del 10/12/1999 Firma) 
 
2. Convención para la Eliminación de la Discriminación Racial 1965 del 02/09/1981 
 
3. Convención sobre los Derechos del Niño 1989 (del 28/01/1991- en reserva) 
 
4. Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño Relativo a la 
Participación en Conflictos Armados 2000 (del 25/05/2005) 
 
5. Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño Relativo a la 





6. Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los 
Trabajadores Migratorios y de sus familiares 1990 (del 24/05/1995) 
 
7. Convención de Naciones Unidas contra el Crimen Organizado Transnacional 2002 (del 
04/08/2004) 
 
8. Protocolo de la Convención de las Naciones Unidas contra el Crimen Organizado 
Transnacional para Prevenir, Suprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente 




Instrumentos de las Américas Sobre Derechos Humanos 
 
 
1. Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura 1985 del 02/12/1998 
 
2. Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer (Convención de Belem do Pará) 1994 del 15/11/1996 
 
 
Derecho Internacional Humanitario  
 
 
1. I Convenio de Ginebra 1949 del 08/11/1961  
2. II Convenio de Ginebra 1949 del 08/11/1961 
3. III Convenio de Ginebra 1949 del 08/11/1961 
4. IV Convenio de Ginebra 1949 del 08/11/1961 
5. I Protocolo Adicional de 1977 Relativo a la Protección de las Víctimas de los Conflictos 
Internacionales del 01/09/1993 
6. II Protocolo Adicional de 1977 Relativo a la Protección de las Víctimas de los 
Conflictos sin Carácter Internacional del 14/08/1995 










El documento fue suscrito el 14 de septiembre de 2012, durante el VII Encuentro de Cancilleres 
de Ecuador y Colombia, en Medellín, donde se analizó el cumplimiento de los compromisos en 
materia de integración física y energética, cooperación en el área de seguridad, asuntos 
jurídicos, migratorios y refugiados, entre otros, que permitan consolidar las relaciones 
bilaterales entre los dos países. 
 
 
Este fue un encuentro preparatorio al Primer Gabinete Bilateral, que presidirán los Mandatarios 
de Ecuador, Rafael Correa; y de Colombia, Juan Manuel Santos, próximamente, en Tulcán, 
ciudad fronteriza ecuatoriana. 
 
 
El Memorando tiene como propósito fortalecer los mecanismos de coordinación y cooperación 
conjunta para las acciones que llevan adelante los dos países tendientes a combatir este delito 
desde los ejes de prevención, investigación y protección integral a las víctimas, en el marco de 
lo establecido por el Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, 




Se establecerá un proceso de capacitación a las servidoras y servidores públicos de Ecuador y 
Colombia, en esta materia, especialmente en las zonas de mayor incidencia del delito. 
Adicionalmente, se plantea la realización de campañas de prevención e información sobre trata 
de personas.  
 
 
Se buscará poner en marcha mecanismos efectivos de cooperación judicial y policial, para 
agilizar el combate a esta problemática. 
 
 
Para el cumplimiento de este acuerdo se elaborará un programa de trabajo anual, en el que se 





Efectivamente, la trata de personas es un fenómeno aterrador para sus víctimas y/o familiares, 
por lo cual es reprimida y sancionada severamente por el Estado peruano y por todos aquellos 
Estados comprometidos en garantizar los derechos humanos de las personas.  
 
 
El Protocolo de la Trata de Personas define la trata de personas ( Trata de Personas) como: “La 
captación, transporte, traslado, acogida o recepción de personas, recurriendo a la amenaza, al 
uso de la fuerza u otras formas de coacción (...) para obtener el consentimiento de una persona 
que tenga autoridad sobre otra, con fines de explotación, incluyendo (...) la prostitución ajena u 
otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas 
análogas a la esclavitud, la servidumbre o la extracción de órganos”  (Protocolo para Prevenir, 
Reprimir y Sancionar la Trata de Personas) 
 
 
El Perú ha incorporado en su legislación interna –tomando como base el Protocolo de la Trata 
de Personas – la Ley Nº 28950 contra la Trata de Personas y el Tráfico ilícito de Migrantes, 




Legislación interna Perú 
 
 
Código Penal   
 
 
El  Código Penal Peruano tipifica la trata de personas y el tráfico ilícito de migrantes, en los 
términos siguientes:  
 
 
Artículo 153°.- Trata de personas “El que promueve, favorece, financia o 
facilita la captación, transporte, traslado, acogida, recepción o retención de 
otro, en el territorio de la República o para su salida o entrada del país, 
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recurriendo a: la violencia, la amenaza u otras formas de coacción, la 
privación de libertad, el fraude, el engaño, el abuso del poder o de una 
situación de vulnerabilidad, o la concesión o recepción de pagos o 
beneficios, con fines de explotación, venta de niños, para que ejerza la 
prostitución, someterlo a esclavitud sexual u otras formas de explotación 
sexual, obligarlo a mendigar, a realizar trabajos o servicios forzados, a la 
servidumbre, la esclavitud o prácticas análogas a la esclavitud u otras 
formas de explotación laboral, o extracción o tráfico de órganos o tejidos 
humanos, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de ocho ni 
mayor de quince años.  
La captación, transporte, traslado, acogida, recepción o retención de niño, 
niña o adolescente con fines de explotación se considerará trata de personas 
incluso sin recurrir a ninguno de los medios señalados en el párrafo 
anterior”.  (Código Penal Peruano, 1991) 
 
 
La regulación nacional de este delito introduce novedades en relación a la definición instituida 
en el Protocolo Trata de Personas. 
 
 
Coordinación y cooperación nacional e internacional 
 
 
En la implementación de los distintos ejes -prevención, persecución y protección- en la lucha 
contra la trata de personas, la coordinación y cooperación a nivel nacional e internacional 
debieran estar presentes como elementos transversales, a fin de asegurar un trabajo integral 
basado en la colaboración de expertos de distintos sectores y disciplinas. Es decir, para combatir 
la trata de personas, se necesita la participación de todos los sectores de la sociedad y de un gran 
número de instituciones, pero sin caer en duplicación de esfuerzos, uso ineficiente de recursos, 
intervenciones incoherentes o contradictorias, etc.  
 
Por otro lado, a nivel internacional se exige que los Estados Miembros cooperen y se combinen 
entre sí y con las organizaciones internacionales y regionales. Los Estados Miembros carecen 
frecuentemente de la capacidad necesaria para prevenir, investigar, enjuiciar y castigar delitos 





Ecuador y Perú juntos contra la trata de personas  
  
 
Ecuador y Perú han unido esfuerzos por ello los representantes de ambos estados firmarán 




La Organización de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito reveló que en esta 




Se ha señalado que el 79% de las víctimas están destinadas a la explotación sexual y el 70% 
vive bajo encierro y amenaza, por este motivo las autoridades y representantes de la sociedad 
civil de ambas naciones generarán propuestas para fortalecer el sistema de protección enfocado 
en la infancia. (ONUDD, 2006)  
 
 
Estadísticas casos de delito de trata Ecuador  - Perú 
 
 
En Ecuador, entre el 2010 y el 2011 fueron presentadas 199 denuncias contra este delito, de las 
cuales 11 obtuvieron instrucción fiscal acusatoria y tan solo cinco obtuvieron sentencia 
condenatoria, según datos de la Fiscalía.  (Fiscalía General del Estado.) 
 
 
En el Perú, solamente en 2012 se registraron 319 casos, el Instituto Nacional Penitenciario el 
ingresó 57 procesados por el delito de trata de personas (25 reos de sexo masculino y 32 de sexo 




Una de las instituciones vinculadas a esta problemática sostuvo que asegurar la protección de 
niños, niñas y adolescentes en este contexto requiere que el sistema sea eficiente y articulado. 
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Para ello es necesario contar con el compromiso de las autoridades y funcionarios públicos, 
quienes deben asegurar su correcto funcionamiento. (Reinius, 2014) 
 
 
En el Foro Binacional “Protección a la Infancia: Movilidad Humana y trata de personas. Perú - 
Ecuador” que se desarrolla este  17 y 18 de julio de 2013 en la sede de la Comunidad Andina en 
Lima, ambos países promovieron la reflexión sobre movilidad humana y trata de personas en 
Perú y Ecuador, tanto en zonas de frontera como al interior de ambos países. Asimismo, servirá 
para identificar experiencias y prácticas exitosas de intervención de los servicios de protección. 
 
3.3. Plano Regional. 
 
 
La trata de personas en el mundo ocupa el tercer lugar en la lista de crímenes transnacionales. 
Se vislumbra que ocupará el primer lugar en la presente década. 
 
 
La trata de personas es un crimen que no es neutral en términos de género ya que afecta a las 
mujeres de manera específica y desproporcionada, no solamente porque registra el mayor 
porcentaje de las víctimas, incluso en el sector laboral, sino porque las formas de explotación a 
las que son sometidas también son más severas.  
 
 
Es por lo anterior que la trata de mujeres debe entenderse en el amplio contexto de desigualdad 
y violencia estructural a las que están sometidas diariamente, pues en todas las sociedades, en 
mayor o menor medida, las mujeres y las niñas enfrentan constantes y sistemáticas violaciones a 
sus derechos humanos y/o a sus derechos económicos, que se convierten en factores detonantes 
para que sean víctimas fáciles de los tratantes. En América Latina, el tráfico de niños y mujeres 
tiene las características del tráfico clásico de mujeres: personas engañadas y obligadas por los 
traficantes a trabajar en contra de su voluntad y en condiciones de esclavitud. Las bandas 
organizadas de traficantes utilizan métodos violentos logrando la intimidación de las víctimas y 
la impunidad de sus delitos, en algunos casos los denunciantes son asesinados al iniciarse el 





Son pocos los gobiernos en la región que reconocen el delito de la trata de personas, aunque la 
mayoría continúa confundiendo la trata con el tráfico ilícito de migrantes.  
 
 
Los países que cuentan con legislación, en su mayoría son leyes inadecuadas, no consideran la 
trata como un crimen grave, ni contemplan mecanismos aptos para detectar el problema, asistir 
y proteger a las víctimas, investigar y enjuiciar a los traficantes. 
 
 
Hay una ausencia de cooperación entre personal de policía, de migración y de los entes de 
seguridad y las investigaciones llevadas a cabo, rara vez terminan en sentencias condenatorias a 
los culpables.  
 
 
No existen suficientes controles fronterizos, falta de entrenamiento para detectar a las víctimas 
de trata de personas por parte de personal de policía y migración, sumado a la corrupción y en 
general, a la tolerancia social hacia estos abusos.  
 
 
Los Estados deben abordar el problema de la prostitución y la trata de personas desde un 
enfoque comprensivo y multidimensional, como una violación a los derechos humanos; la 
misma es una forma moderna de esclavitud; un problema resultado de la pobreza y la 
marginación social, pero también relacionado con el crimen transnacional organizado. Es 
urgente que las naciones diseñen una política de Estado para enfrentar este problema;  política 
que debe considerar la protección efectiva de los derechos humanos de las víctimas y la efectiva 
persecución del delito de trata de personas, además de la implementación de adecuados 
programas para la prevención y la asistencia a las víctimas. 
 
 
En la actualidad este comercio de seres humanos involucra a mujeres, hombres y niños, el cual 
se ha denominado Trata de Personas, término oficialmente de las Naciones Unidas que ha sido 
adoptada por Agencias Internacionales como O.I.M, UNICEF, UNESCO, OEA, Consejo de 
Europea, Unión Europea y ONG´S. Al contar con una definición moderna e internacional, que 
hace referencia a otros fines y modalidades de la Trata, como son: Trabajos forzados, 
servidumbre, esclavitud, servicio doméstico, matrimonios serviles y explotación sexual. Los 
países de América Latina con un alto índice de Trata son: Brasil, Bolivia Colombia, Cuba, 
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Ecuador. La Trata de Personas en América Latina se presenta en el ámbito interno de cada país, 
entre los países de la región y a escala internacional, es decir de un continente a otro.  
 
 
La Trata de Personas en la región no es tema nuevo, sin embargo los estudios e investigaciones 
son recientes y no son muy numerosos. La información se encuentra fragmentada, parcializada 
y en muchos casos no está disponible. En algunos de los documentos recopilados se confunde la 
Trata de Personas con el tráfico Ilícito de Migrantes. Futuras investigaciones se deben analizar 
el impacto económico de la Trata de Personas, en sectores como la industria sexual y la 
economía informal, etc. Las investigaciones se deben dirigir para determinar los vínculos 
existentes entre la prostitución, servicio doméstico, la explotación infantil, el trabajo forzado, la 
corrupción y las adopciones ilegales, entre otros. 
 
 
3.4. Estrategia Regional. 
 
 
La legislación como base de aplicación para la justicia, en donde los ciudadanos y ciudadanas 
ven el cumplimiento de las normas permite que el Estado en el ejercicio de sus funciones 
imparta esa justicia asegurando los derechos de los ciudadanos. En la mayoría de los países de 
la región no existe una legislación específica contra la Trata de Personas, en otros la legislación 
está limitada a la prostitución y en muchos casos estos instrumentos jurídicos son inoperantes. 
 
 
Por ello se hace necesario que los Estados de la región cuenten con una legislación contra la 
Trata que tipifique el delito en toda su magnitud, teniendo en cuenta los diferentes fines y 
modalidades como son la Trata para explotación sexual, trabajo doméstico, matrimonios 
serviles, trabajos forzados, servidumbre, prácticas esclavistas y esclavitud. La Trata de Personas 
debe tener una penalización acorde con la gravedad y esta tendría un mayor efecto si es 
homologa en toda la región. 
   
 
Esta legislación debe tener en consideración las necesidades y requerimientos para los menores 
y las mujeres, por ser los grupos más vulnerables. También se deben analizar otros tipos 
legislativos no solamente en el derecho criminal sino también en derecho laboral, ley de 
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extranjería, leyes contra la corrupción, lavado de activos, adopciones y demás leyes relevantes 
que pueden ser utilizadas en el combate a la Trata de Personas.  
 
 
En otras palabras la Trata interna y la Trata internacional deben estar tipificadas en la 
legislación de cada país. Es importante que dicha legislación haga distinción entre la trata de 
Personas y el tráfico ilícito de migrantes.  
 
 
La Ley en si misma debe estar apoyada por otros instrumentos jurídicos que aseguren la 
efectividad de la misma. El implementar programas especiales para la protección de víctimas y 
testigos facilita la denuncia, fortalece la cooperación entre la víctima y las autoridades logrando 
erradicar la impunidad y la corrupción.  
 
 
Algunas acciones concretas a desarrollar en este aspecto serían a aplicación de los diferentes 
instrumentos internacionales existentes para combatir la Trata de Personas, como los esfuerzos 
que realizan los Estados, las Agencias Internacionales y la sociedad civil deben estar 
monitoreados y evaluados de tal forma que podamos medir el impacto causado, la efectividad 
de los programas y proyectos implantados. Al mismo tiempo que se recopila información del 
estado de la Trata en la región y la situación de las víctimas.  
 
Es necesario crear un sistema de evaluación y monitoreo para la formulación de políticas  
regionales para combatir el crimen organizado y la implementación de modelos exitosos en  




Contar con una relatoría sobre la Trata de Personas para la región asegura que todos los Estados 
están interesados en evaluar y monitorear sus procesos internos de lucha contra la Trata y 
homologarlos en el ámbito regional estos procesos.  
 
 
1. Firmar y ratificar la Convención de Palermo. Protocolo Trata.  
2. Elaborar una ley interna contra la Trata en cada Estado de la Región.  
 69 
 
3. Incluir en la legislación la Trata Interna e Internacional y todas las formas y 
modalidades de la misma como son: Trabajos forzados, explotación sexual, 
Servidumbre, Prácticas esclavistas, esclavitud, etc.  
4. Homologación de términos, definiciones, penas, multas y agravantes. 
5. Incluir en la legislación decomiso e incautación de los bienes productos de la 
Trata de Personas.  
6. Facilitar el acceso de las víctimas a los procesos judiciales, mediante acciones 
civiles contra los responsables de la Trata.  
7. Asegurar la confidencialidad de los testimonios suministrados por las víctimas.  
8. Proveer protección a los testigos y familiares de las víctimas.  
9. Desarrollo de cooperación transnacional para perseguir, capturar y enjuiciar a 
los traficantes.  
 
 
3.5. Instrumentos Regionales. 
  
 
Los instrumentos que hacen más directamente al caso son:  
 
1. La Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada. 
2. El Protocolo contra la trata de personas. 
3. El Protocolo sobre los migrantes 
 
Los Estados que en verdad deseen combatir el problema de la trata de personas comprobarán 
que les conviene ratificar y aplicar la Convención contra la Delincuencia Organizada 
propiamente dicha y sus Protocolos conexos contra la trata de personas y sobre los migrantes 
 
 
La Convención contra la Delincuencia Organizada y sus Protocolos  
 
 
La Convención contra la Delincuencia Organizada establece medidas generales contra la 
delincuencia organizada transnacional, en tanto que los dos Protocolos en cuestión tratan de 
problemas delictivos específicos. Cada Protocolo debe leerse y aplicarse juntamente con la 
Convención. La Convención contra la Delincuencia Organizada se aplica a ambos Protocolos 
mutatis mutandis -“con las modificaciones procedentes en cada caso”- y todos los delitos 
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estipulados por los Protocolos se consideran también delitos a tenor de la Convención contra la 
Delincuencia Organizada.  (ONUDD, 2006) 
 
 
El Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y 
niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional tiene tres finalidades básicas: 
 
 
1. Prevenir y combatir la trata de personas. 
2. Proteger y ayudar a las víctimas de dicha trata y  
3. Promover la cooperación entre los Estados parte (Protocolo para Prevenir, Reprimir y 
Sancionar la Trata de Personas) 
 
 
Otros convenios pertinentes   
 
 
1. Convención sobre los Derechos del Niño, aprobada por la Asamblea General en su resolución 
44/25, anexo, de 20 de noviembre de 1989, Naciones Unidas 
 
2. Protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, 
la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía, aprobado por la Asamblea 
General en su resolución 54/263 (anexo II), de 25 de mayo de 2000, Naciones Unidas,  
 
3. Convenio relativo al trabajo forzoso u obligatorio, 1930 (Convenio Nº 29) de la Organización 
Internacional del Trabajo, Naciones Unidas. 
 
4. Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, 
aprobada por la Asamblea General en su resolución 34/180, de 18 de diciembre de 1979 (el 
artículo 6 se refiere a la trata de mujeres y la explotación de la prostitución de la mujer), 








Convención Americana sobre Derechos Humanos  
 
 
La Convención Americana sobre Derechos Humanos (también conocida como el Pacto de San 
José) entró en vigor en 1978. Se han adherido a la misma: Argentina, Barbados, Bolivia, Brasil, 
Chile, Colombia, Costa Rica, Dominica, Ecuador, El Salvador, Granada, Guatemala, Haití, 
Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, la República Dominicana, 








1. Nadie puede ser sometido a esclavitud o servidumbre, y tanto éstas, como la trata de 
esclavos y la trata de mujeres están prohibidas en todas sus formas.  
 
2. Nadie debe ser constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio. En los países 
donde ciertos delitos tengan señalada pena privativa de la libertad acompañada de trabajos 
forzados, esta disposición no podrá ser interpretada en el sentido de que prohíbe el 
cumplimiento de dicha pena impuesta por juez o tribunal competente. El trabajo forzado no 






Los estados miembros de la Organización de los Estados y Americanos (OEA), con base en el 
compromiso adquirido de mejorar sus capacidades de prevención y protección para las víctimas de trata 
de personas, una forma de esclavitud moderna, y de sancionar a los responsables de dicho delito, 
solicitaron al Departamento de Seguridad Pública (DPS) de la Secretaría de Seguridad Multidimensional 
de la OEA, dentro del marco de la Segunda Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de 
Personas, realizara una propuesta de plan de trabajo a ser considerada por la Comisión de Seguridad 




Plan Hemisférico de la Organización de Estados Americanos. 
 
 
En el marco de los acuerdos establecidos por la Organización de los Estados y Americanos 
(OEA), existe el compromiso con la plena implementación del Protocolo para prevenir, reprimir 
y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, es así que observan 
directamente las recomendaciones para implementar protocolos en dichos estados. 
 
 
A. ACTIVIDADES SUGERIDAS A LOS ESTADOS MIEMBROS EN 
PREVENCIÒN (AMERICANOS, MARZO, 2013) 
 
 
 1.  Evaluar la disponibilidad de legislación, políticas y/o programas para la 
prevención de la trata de personas y cómo la legislación y/o políticas destinadas a 
la protección de derechos humanos, la reducción de la pobreza y la marginación, 
prevención de la violencia contra la mujer, protección integral de niños y niñas, 
educación, trabajo, migración, salud, discriminación y desarrollo económico, 
entre otros puedan usarse para prevenir la trata de personas.  
 
 2.  Asegurar que las políticas públicas contra la trata de personas, ya sea a nivel 
nacional como internacional, sean de carácter integral (prevención del crimen, 
migración, empleo, seguridad, salud, protección de refugiados, entre otros). 
 
 3.  Identificar grupos vulnerables de trata de personas, incluyendo las personas 
indígenas y desarrollar medidas para proteger a las personas de dichos grupos a 
fin de evitar que se conviertan en víctimas de la trata de personas.  
 
 4.  Asegurar que existan sistemas de protección integral de niños y niñas y solicitar 
sus opiniones para el desarrollo de medidas preventivas.  
 
 5.  Implementar campañas de información, concientización y sensibilización y entre 
grupos vulnerables, en cooperación con la sociedad civil, cuando sea apropiado, 
especialmente a través de líneas telefónicas gratuitas de asistencia, que difundan , 
en la medida de lo posible, información traducida a diferentes idiomas sobre 
procedimientos legales de empleo, información sobre migración y peligros de la 
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trata de personas, incluyendo, según sea el caso, la utilización de las lenguas 
indígenas que predominan en los Estados Miembros.  
 
 6. Fortalecer el intercambio de información y cooperación entre agentes de 
seguridad, oficiales de migración y/ u otras autoridades relevantes.  
 
 7.  Establecer estrategias y desarrollar capacidades de respuesta rápida contra la trata 
de personas, incluidas estrategias para las poblaciones vulnerables como 
consecuencia de conflictos, desastres naturales y otros desastres que ocasionen el 
desplazamiento de personas.  
 
 8.  Implementar medidas para reducir la vulnerabilidad de menores a través de 
programas de información, sensibilización y concientización en las escuelas 
primarias y secundarias que promuevan, entre otros, respeto a los derechos y las 
obligaciones de los individuos (fortalecimiento de la educación cívica).   
 
9. Adoptar iniciativas de concientización en los Estados Miembros que reciben las 
personas traficadas, con miras, entre otros, a la reducción de la demanda.  
 
 10.  Promover valores y prácticas que contribuyan a la prevención de la trata de 
personas, incluso por medio de programas de educación para la convivencia con 
la diversidad, ya sea étnica, cultural, religiosa, de género o socio-económico. 
 
 11. Adoptar estrategias integrales y/o planes de acción relacionados directa o 
indirectamente con la lucha contra la trata de personas, incluyendo pero no 
limitado al lavado de activos, violencia contra niños y niñas, y violencia contra la 
mujer.  
 
 12. Elaborar un sistema nacional de seguimiento regular de las estrategias y/o planes 
de acción para asegurar su eficacia e identificar la problemática de la trata de 
personas a medida que evoluciona.  
 
 13. Asegurar que los funcionarios de los respectivos gobiernos que participan en 
operaciones de paz reciban instrucciones sobre cómo actuar con relación al 





 14. Establecer mecanismos de coordinación entre los entes nacionales encargados de 
implementar las respuestas nacionales coordinadas contra la trata de personas, 
incluyendo a las organizaciones de la sociedad civil cuando sea pertinente.   
 
 15. Avanzar en el establecimiento de medidas de supervisión a agencias de viajes y 
reclutadores de empleo en los países de origen, tránsito y destino, para impedir 
que estos sean utilizados para promover la trata de personas y estimular a dichas 
agencias a adoptar medidas para prevenir este delito.  
 
 16. Considerar firmar, ratificar o adherirse a la Convención Interamericana contra la 
Corrupción y a la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción y/o otros 
mecanismos anticorrupción.  
 
 17. Asegurar que se fortalezcan leyes, programas y políticas nacionales para hacer 
frente a la corrupción, incluso la corrupción en el contexto de la trata de personas 
y para garantizar que tales actos sean investigados, enjuiciados y castigados en 
forma eficaz.   
 
 18. Fortalecer, de acuerdo con las legislaciones nacionales, los mecanismos de 
cooperación entre los Estados Miembros sobre investigación judicial, asistencia 
jurídica mutua y extradición, de conformidad con la Convención Interamericana 
de Asistencia Mutua en Materia Penal y otros instrumentos aplicables.  
 
 
B. POSIBLES ACTIVIDADES SUGERIDAS A LOS ESTADOS MIEMBROS 
EN PENALIZACIÓN (AMERICANOS, MARZO, 2013) 
 
 
1.  Adoptar legislación apropiada e integral contra la trata de personas.  
 
 2.  Considerar, de conformidad con las capacidades y necesidades nacionales, el 
establecimiento de unidades de policía y fiscalías especializadas en la trata de 
personas.  
 
 3.  Promover capacitación integral para funcionarios de seguridad, migración, 
fiscales, inspectores de trabajo, trabajadores sociales, y personal involucrados en el 
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combate a la trata de personas. Dichas capacitaciones deberán tomar en consideración 
la importancia de velar por y proteger los derechos humanos, protección de 
refugiados, género, protección de menores; tomando en cuenta los mecanismos de 
cooperación con la sociedad civil, y reconociendo que la trata de personas ocurre tanto 
dentro de un país como entre varios países. 
 
 4.  Estudiar la posibilidad de establecer y/o fortalecer acuerdos bilaterales y 
multilaterales para el intercambio de información de antecedentes penales sobre 
personas que han sido condenadas por el crimen de trata de personas y delitos 
conexos, de acuerdo con el ordenamiento jurídico de cada país.   
 
 5.  Considerar la adopción de procesos y técnicas de investigación para obtener 
pruebas que sean independientes del testimonio de las víctimas de trata de personas.  
 
 6. Desarrollar conocimientos especializados sobre técnicas especiales de 
investigación, conformes a la legislación nacional, que puedan utilizarse en las 
investigaciones nacionales e internacionales en materia de trata de personas.  
 
 7.  Continuar fortaleciendo los contactos de carácter operativo e inmediato para el 
intercambio de información; así como, los mecanismos de cooperación e investigación 
judicial coordinada, técnicas especiales de investigación, cooperación administrativa, 
asistencia jurídica mutua y extradición, y en la medida de lo posible, de inteligencia, 
con el objeto de identificar el modus operandi, las rutas y flujos de los tratantes entre 
países de origen, tránsito y destino.  
 
 8.  Asegurar que las leyes tipifiquen el delito de trata de personas de una manera tal 
que sea consistente con la definición de trata de personas contenida en el artículo 3 del 
Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente 
Mujeres y Niños, que complementa la Convención de las Naciones contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional.   
 
 9. Aprovechar la cooperación internacional para promover procesos y prácticas en 
los sistemas jurídicos nacionales con el fin de asegurar un rastreo y confiscación 
eficaz de ganancias y medios utilizados en el delito de trata de personas.  
 
 10.  Promover la adopción de legislaciones nacionales que tomen las previsiones 
legales para establecer sanciones civiles, penales o administrativas según sea el caso, 
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tanto a personas naturales actuando individualmente como a grupos de delincuencia 
organizada y a las personas jurídicas que participen en actividades relacionadas con la 
trata de personas.  
 
 11.  Promover la adopción de sanciones por los delitos de trata de personas que sean 
equiparables a otros delitos graves, según se define en la Convención de Naciones 
Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional.  
 
 12.  Reforzar, conforme a las capacidades nacionales, la recopilación de datos sobre 
el procesamiento de delitos de trata de personas en los ámbitos nacional y local, según 






En la comunidad de Europea, se adoptado el Convenio del Consejo de Europa para la acción 
contra la trata de seres humanos, el mismo tiene como objeto la lucha contra la trata de seres 
humanos y fue adoptado por el Comité de Ministros del Consejo de Europa el 3 de mayo de 
2005 y quedó abierto para su firma en Varsovia el 16 de mayo de 2005 en la tercera Cumbre de 






1. Prevenir la trata,  
2. Proteger los derechos de las víctimas  









2. Identificar a las víctimas. 
3. Proteger y asistir a las víctimas, desde el punto de vista físico y psicológico, para su 
reintegración en la sociedad.  
4. Conceder permisos de residencia renovables cuando las circunstancias personales de la 
víctima lo exijan. 
5. Penalizar la trata. 




3.7. Instrumentos Internacionales. 
 
 
1. Instrumentos de derechos humanos Declaración Universal de Derechos Humanos, 
proclamada por la Asamblea General en su resolución 217 A (III) de 10 de diciembre de 
1994. 
 
2. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aprobado por la Asamblea General 
en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966, Naciones Unidas,  
 
3. Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, aprobado por la 
Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966, 
Naciones Unidas. 
 
4. Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes, aprobada por la Asamblea General en su resolución 39/46 de 10 de 
diciembre de 1984, Naciones Unidas,  
 
 
5. Declaración y Programa de Acción de Viena, aprobados por la Conferencia Mundial de 








 INSTRUMENTOS HUMANITARIOS  
 
 
1. Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, de 28 de julio de 1951, Naciones 
Unidas. 
2. Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados, de 31 de enero de 1967, Naciones 
Unidas. 
3. Convenio de Ginebra para aliviar la suerte que corren los heridos y los enfermos de las 
fuerzas armadas en campaña, de 12 de agosto de 1949, Naciones Unidas 
4. Convenio de Ginebra para aliviar la suerte que corren los heridos, los enfermos y los 
náufragos de las fuerzas armadas en el mar, de 12 de agosto de 1949, Naciones Unidas,. 
5. Convenio de Ginebra relativo al trato debido a los prisioneros de guerra, de 12 de 
agosto de 1949, Naciones Unidas. 
6.  Convenio de Ginebra relativo a la protección debida a las personas civiles en tiempo de 
guerra, de 12 de agosto de 1949, Naciones Unidas. 
7. Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra de 1949 relativo a la protección de las 
víctimas de los conflictos armados internacionales (Protocolo I), de 8 de junio de 1977, 
Naciones Unidas,   
8. Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra de 1949 relativo a la protección de las 
víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional (Protocolo II), de 8 de 
junio de 1977, Naciones Unidas  
 
 
  INSTRUMENTOS SOBRE MIGRACIÓN  
 
 
Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores 
migratorios y de sus familiares, aprobada por la Asamblea General en su resolución 45/158 de 




Convenio sobre los trabajadores migrantes (revisado, 1949 (Convenio Nº 97) de la 
Organización Internacional del Trabajo, Naciones Unidas,  
 
Convenio sobre las migraciones en condiciones abusivas y la promoción de la igual- dad de 
oportunidades y de trato de los trabajadores migrantes, 1975, (Convenio  Nº 143) de la 
Organización Internacional del Trabajo, Naciones Unidas. 
 
Convenio sobre la repatriación de la gente de mar (revisado), 1987 (Convenio Nº 166) de la 
Organización Internacional del Trabajo, Naciones Unidas. 
 
Convenio sobre las agencias de empleo privadas,1997, (Convenio Nº 181) de la Organización 
Internacional del Trabajo, Naciones Unidas,  
 
Recomendación sobre la colaboración entre los Estados en materia de reclutamiento, colocación 
y condiciones de trabajo de los trabajadores migrantes, 1939 (recomendación 
19 Nº 62)  
 
Recomendación sobre la protección de los trabajadores migrantes en los países y territorios 
insuficientemente desarrollados, 1955 (recomendación Nº 100) de la Organización Internacional 
del Trabajo  
 
Recomendación sobre los trabajadores migrantes, 1975,  (Recomendación Nº 151) de la 
Organización Internacional del Trabajo. 
 
Recomendación sobre repatriación de la gente de mar, 1987 (recomendación N° 174), de la 








INSTRUMENTOS SOBRE TRABAJO 
 
 
Convenio relativo al trabajo forzoso u obligatorio, 1930 (Convenio Nº 29) de la Organización 
Internacional del Trabajo, Naciones Unidas. 
 
Convenio relativo a la abolición del trabajo forzoso, 1957 (Convenio Nº 105) de la 
Organización Internacional del Trabajo, Naciones Unidas. 
 
Convenio sobre la prohibición de las peores formas de trabajo infantil y la acción inmediata 
para su eliminación, 1999 (Convenio Nº 182) de la  Organización Internacional del Trabajo,  
Naciones Unidas. 
 
Convenio sobre la edad mínima de admisión al empleo, 1973 (Convenio Nº 138)  de la 
Organización Internacional del Trabajo, Naciones Unidas. 
 
Convenio relativo a la protección del salario, 1949 (Convenio Nº 95) de la Organización 
Internacional del Trabajo, Naciones Unidas.  
 
Convenio sobre política social (normas y objetivos básicos), 1962 (Convenio Nº 117) de la 
Organización Internacional del Trabajo, Naciones Unidas. 
 
Convenio relativo a la fijación de salarios mínimos, con especial referencia  a los países en vías 
de desarrollo, 1970, (Convenio Nº 131) de la  Organización Internacional del Trabajo, Naciones 
Unidas. 
 
Recomendación sobre la fijación de salarios mínimos, 1970 (recomendación Nº 135) de la 






INSTRUMENTO ESPECÍFICO RELATIVO AL GÉNERO  
 
 
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, de 18 
de diciembre de 1979, resolución 34/180, anexo,  de la Asamblea General,  Naciones Unidas. 
 
 
INSTRUMENTOS ESPECÍFICOS RELATIVOS AL NIÑO 
 
  
Convención sobre los Derechos del Niño, aprobada por la Asamblea General en  su resolución 
44/25 de 20 de noviembre de 1989,  Naciones Unidas. 
 
Protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la  participación 
de niños en los conflictos armados, aprobado y abierto a la firma,  ratificación y adhesión por la 
Asamblea General en su resolución 54/263 de 25 de mayo de 2000,  Naciones Unidas. 
 
Protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, 
la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía, aprobado y abierto a la firma, 
ratificación y adhesión por la Asamblea General en  su resolución 54/263 de 25 de mayo de 
2000,  Naciones Unidas. 
 
Convenio sobre la edad mínima de admisión al empleo, 1973 (Convenio Nº 138)  de la 
Organización Internacional del Trabajo,  Naciones Unidas.  
 
Convenio sobre la prohibición de las peores formas de trabajo infantil y  la acción inmediata 
para su eliminación (Convenio Nº 182) de la  Organización Internacional del Trabajo, Naciones 
Unidas. 
 
Recomendación sobre la prohibición de las peores formas de trabajo infantil y la acción 





INSTRUMENTOS CONTRA LA ESCLAVITUD 
 
 
Convención sobre la Esclavitud, de 1926, firmada en Ginebra el 25 de septiembre de 1926, 
Naciones Unidas. 
 
Protocolo para modificar la Convención sobre la Esclavitud firmada en Ginebra  el 25 de 
septiembre de 1926, hecha en la Sede de las Naciones Unidas, Nueva York, el 7 de diciembre de 
1953. Naciones Unidas. 
Convención suplementaria sobre la abolición de la esclavitud, la trata de esclavos y las 
instituciones y prácticas análogas a la esclavitud, hecha en Ginebra el 7 de septiembre de 1956,  
Naciones Unidas. 
 
Acuerdo internacional para asegurar una protección eficaz contra el tráfico criminal 
denominado trata de blancas, firmado en París el 18 de mayo de 1904,  Sociedad de Naciones. 
 
Protocolo que modifica el Acuerdo internacional para asegurar una protección eficaz contra el 
tráfico criminal denominado trata de blancas, firmado en París el 18 de mayo de 1904, y el 
Convenio internacional para la represión de la trata de blancas, firmado en París el 4 de mayo de 
1910,  Naciones Unidas. 
 
Convenio Internacional para la Represión de la Trata de Blancas, firmado en París el 4 de mayo 
de 1910 y enmendado por el Protocolo firmado en Lake Success (Nueva York) el 4 de mayo de 
1949, Naciones Unidas. 
 
Convenio Internacional para la Represión de la Trata de Blancas, firmado en París el 4 de mayo 
de 1910 y enmendado por el Protocolo firmado en Lake Success (Nueva York) el 4 de mayo de 
1949, Naciones Unidas. 
 
Convenio internacional para la represión de la trata de mujeres y niños, celebrado en 
Ginebra el 30 de septiembre de 1921, Sociedad de Naciones. 
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Convenio internacional para la represión de la trata de mujeres mayores de edad, celebrado en 
Ginebra el 11 de octubre de 1933, Sociedad de Naciones. 
 
Protocolo firmado en Lake Success (Nueva York) el 12 de noviembre de 1947 para enmendar el 
Convenio para la represión de la trata de mujeres y niños, celebrado en Ginebra el 30 de 
septiembre de 1921, y el Convenio para la represión de la trata de mujeres mayores de edad, 
celebrado en Ginebra el 11 de octubre de 1933,  Naciones Unidas. 
 
Convenio internacional para la represión de la trata de mujeres y niños, celebrado en Ginebra el 
30 de septiembre de 1921, y enmendado por el Protocolo firmado en Lake Success (Nueva 
York) el 12 de noviembre de 1947, Naciones Unidas. 
 
Convenio internacional para la represión de la trata de mujeres mayores de edad, celebrado en 
Ginebra el 11 de octubre de 1933 y enmendado por el Protocolo  firmado en Lake Success 
(Nueva York) el 12 de noviembre de 1947,  Naciones Unidas. 
 
Convenio para la represión de la trata de personas y de la explotación de la  prostitución ajena, 
aprobada por la Asamblea General en su resolución 317 (IV)  de 2 de diciembre de 1949, 
Naciones Unidas.  
 
 
INSTRUMENTOS RELATIVOS AL DESARROLLO 
 
 
La Declaración del Milenio de las Naciones Unidas, aprobada por los Jefes de Estado y de 
Gobierno en la Cumbre del Milenio de las Naciones Unidas, el 8 de septiembre de 2000, 
resolución 55/2 de la Asamblea General 
 
Declaración sobre el Progreso y el Desarrollo en lo Social, proclamada por la Asamblea General 
en su resolución 2542 (XXIV) de 11 de diciembre de 1969. 
 
Declaración sobre el derecho al desarrollo, aprobada por la Asamblea General en su resolución 






4.1. Investigación De Campo. 
 
Mi proyecto de investigación se fundamenta LOS PROBLEMAS RELACIONADOS 
CON  TRATA DE PERSONAS Y EL TRÁFICO DE MIGRANTES.DESDE UNA 
PRESPECTIVA DEL DERECHO INTERNACIONAL, aunque he desarrollado a lo 
largo de mi tema investigativo referencias netamente jurídicas, y  obviamente he 
resaltado doctrina marcada sobre los problemas relacionados con  trata de personas y 
el tráfico de migrantes es menester atender lo que está sucediendo en la realidad con 
el objetivo de saber cuál es el conocimiento de las personas sobre las garantías que se 
han desarrollado en nuestra legislación nacional e internacional, para ello se ha 
considerado las experiencias de las personas en situación de vulnerabilidad, sus 
vivencias respecto de la violación de derechos , el alcance del efectivo ejercicio de sus 
derechos, las obligaciones que adquirieron y los efectos legales, sociales, culturales y 
económicos que ha producido en cada una de sus vidas la determinación de asumir o 
no el rol otorgado y jurídicamente reforzado por la Constitución.  
 
En el desarrollo de este estudio se ha utilizado como método investigativo 
reconstructivo, que plantea primero la concientización de la subordinación de las 
personas y grupos en situación de vulnerabilidad, identificación de las formas  de 
discriminación, la influencia del fenómeno legal en los componentes formal 
normativo, estructural y político – cultural, determinando la profundización y difusión 
del concepto de Trata de Persona y Tráfico Ilegal de personas.  
 
Además también he utilizado el método deductivo el mismo que “se caracteriza por 
pasar de un ámbito general a un ámbito particular, de forma que partiendo de unos 
enunciados de carácter universal y utilizando instrumentos científicos, se infieren enunciados 
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particulares, pudiendo ser axiomático-deductivo, cuando las premisas de partida están 
constituidas por axiomas, es decir, proposiciones no demostrables, o hipotéticos -deductivo, si 
las premisas de partida son hipótesis contrastables .”, (Gómez R. , 2010) 
 
Este método lo he utilizado en las preguntas que tratan de priorizar si existe casos que 
se ha generado vulnerabilidad de los derechos de las personas y el conocimiento de las 
personas sobre sus derechos. En relación a los métodos de investigación d e campo 
utilizados el diseño que he utilizado es la encuesta a personas de la sociedad civil 
escogidas al azar en la ciudad de Quito, las mismas tienen relación de dependencia 
laboral en instituciones públicas y privadas y otros que no tiene una actividad laboral 
y con todo los argumentos de las personas encuestadas me propongo obtener 
resultados objetivos de mi investigación, a través de directrices basadas en el 
diagnóstico de la vulneración o respeto de los derechos, los sectores que han sido 
afectados y cuáles son los factores o circunstancias por las que se vulnera los 
derechos. 
 
4.2. Diseño  
 
Para iniciar el cuestionario de la encuesta se explicó a los actores las bases sobre los 
cuales se realizarán las preguntas se explicó que son cuestionamientos bá sicos sobre el 
conocimiento de las normas constitucionales y derechos humanos. Una vez explicado 
y aclarado el concepto a cada uno de los encuestados se dejó claro la necesidad de la 
investigación y su sondeo, con el fin de que el método de investigación s ea eficaz y 
permita obtener resultados objetivos y no meras expectativas.  
 
Parámetros de la encuesta 
Concepto Trata de Persona y Tráfico Ilegal de personas 
Jerarquías sociales 





Grupos de atención prioritaria 
Respeto de derechos 
Vulneración de derechos 
Accesibilidad  
 
Dedicando las encuestas al estudio del entorno social, económico y político de las 
sociedad civil. 
 
4.3. Aplicación  
 
La encuesta se aplicó a personas de la sociedad civil escogidas al a zar en la ciudad de 
Quito, las mismas tienen relación de dependencia laboral en instituciones públicas y 
privadas y otros que no tiene una actividad laboral.  
 
El número de encuestados fueron 20.  
 






Tabla 1. Ficha Técnica  
 
 




















La investigación estuvo destinada a la sociedad civil ecuatoriana, pero teniendo en 
cuenta el ámbito tan amplio de la misma, se escogió a una población de 20 personas al 
azar las encuestas a personas de la sociedad civil escogidas al azar en la ciudad de 
Quito, aplicando la siguiente fórmula: 
 
n=       N 
       E
2 
(N-1) + 1 
 
La muestra es muy importante, ya que los parámetros del tema investigativo tiene 
relación con los ámbitos sociales, económicos jurídicos y políticos. En este caso el 
tamaño de la muestra es de n= 20, cabe resaltar que el muestreo fue al azar, puesto que 
la técnica utilizada como es la encuesta garantiza el anonimato de las instituciones que 




El error de muestreo obtenido es de +/- 1 % con un intervalo de confianza de 95,5 %,  
para el caso más desfavorable p = q = 0,5.  
4.3.1. Características socio-demográficas de la muestra 
 
Para demostrar estructura de la muestra, presentaré un esquema del grado de 
representatividad del colectivo objeto del estudio.  
 








Las personas encuestadas fueron escogidas al azar, obteniendo una pluralidad de 
género en la consulta, obteniendo resultados representativos en la sociedad civil. (15, 

































Gráfico 1 (Aplicación de Encuesta: Género)  
 
 
Fuente: Encuestas,  Lizeth Fernanda Piedra Celi  
 
Las personas encuestadas fueron escogidas al azar, obteniendo una diversidad laboral 
en la consulta, obteniendo resultados representativos en la sociedad civil. (45,45% 












4.1 PROCESAMIENTO DE LA INFORMACIÓN RECOLECTADA Y 
ELABORACIÓN DE CUADROS Y GRÁFICOS ESTADÍSTICOS 
 
En relación a lo desarrollado Conforme se había manifestado, el instrumento escogido 
para la elaboración de ésta investigación, es el cuestionario compuesto por 17  
preguntas, en base a los indicadores que a continuación se detallan:  
 






Concepto Trata de Persona y 








Respeto de derechos 
 









Derecho a la integridad física, 
psíquica, moral y sexual 
Derecho a la igualdad 
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Derecho a la no discriminación 
Grupos de atención prioritaria 
Ordenamiento Jurídico 
Fuente: Encuestas,  Lizeth Fernanda Piedra Celi  
 
Los datos indicados permitirán realizar el análisis de las encuestas, con el fin de 
conocer la actual realidad de la sociedad ecuatoriana, la misma que será el soporte de 
una propuesta viable que permita prevenir y combatir Trata de Persona y Tráfico 
Ilegal de personas, los resultados que se obtengan de las encuestas, serán analizados 
utilizando estadísticas y se procesará la información tabulando los datos con la 
elaboración de pasteles. 
 









1. ¿Usted cree que la mujer y el hombre tienen igualdad de condiciones en el 






2. ¿Sabe si los delitos de “Trata” y “tráfico”  de personas tienen la misa 
connotación, afectando a los derechos de las personas de forma real y material 











4. ¿De acuerdo a su criterio personal en donde cree usted que ocurren actos de 
“Trata” y “tráfico” de personas? 
 
a) En la Región Sierra 
b) En la Región Costa y Oriente 
 
Hacía que personas: ………………………………………………………….  
 
5. ¿En los casos de “Trata” y “tráfico” de personas usted a quien solicitaría 
orientación? 
 
a) Los Consejos de protección de derechos 
b) La Defensoría del Pueblo 
c) Otros……….……………………………….. 
 
6. ¿Cree de acuerdo a su experiencia que denunciar actos de “Trata” y “tráfico” 
de personas autoridades locales gubernamentales?  
 
a) Sirve, se recibe apoyo profesional  
b) Sirve, pero no se recibe apoyo profesional  
c) No sirve, pues no sanciona la acción discriminatoria  









Cuales son:………………………………………………………………………….  
 
8. ¿Usted cree que dentro de su localidad se presencia actos de “Trata” y 




Cuales son:………………………………………………………………………….  
 





Cuales son:………………………………………………………………………….  
 




a) Si    a.1) Niña, niño o adolescente, adulto 
mayor 




a. 4) Pertenencia a un pueblo o 
nacionalidad  
       b) No  
 
Esta es la estructura que se mantuvo para realizar el análisis sobre de “Trata” y 
“tráfico” de personas y la realidad social, el conocimiento de las personas sobre las 
garantías que se han desarrollado en nuestra legislación nacional y finalmente conocer 
si aún persisten situaciones de discriminación en los ciudadanos ecuatorianos.  
 
 
Al iniciar la encuesta se empezó con una breve explicación cuyo objetivo fue dar 
confianza e intuir a cada persona en el tema, empecé realizando con la siguiente 
introducción:  
 
“Buen día mi nombre es Lizeth Fernanda Piedra Celi, estudiante egresada de la 
Escuela de Derecho, Facultad de Ciencias Económicas, Políticas y Sociales, de la 
Universidad Central del Ecuador, la presente visita es por un fin investigativo en el 
cual se ha incluido como método de campo la encuesta, el tema a ser encuestado es 
“Trata” y “tráfico” de personas, en el cual se tomará como muestra las respuestas de 
20 personas al azar con el fin de determinar estadísticamente el conocimiento o 
desconocimiento del tema, este proceso tiene como justificación ser incorporado en 
un análisis en el cual se está determinando la nueva institucionalidad para garantizar 
el derecho de igualdad, el mismo que es objeto de mi investigación para la obtención 
del Título de Abogada de los Juzgados y Tribunales de la República del Ecuador”    
 
 









4.1.2 Tabulación de encuestas 
 
Gráfico 2 (Pregunta 1) 
 
Fuente: Encuestas,  Lizeth Fernanda Piedra Celi  
 
En cuanto a la primera pregunta en la cual se cuestiona si la mujer y el hombre tienen 
igualdad de condiciones en el ámbito político, social y económico, se determinó que 
el 70, 70% cree que si existe igualdad en todos los niveles; sin embargo se puede 
constatar que aún persiste el 30,30%, de los encuestados que se siente como una 
parte vulnerada o excluida y determina que es necesario establecer un órgano más 
efectivo que se encargue de la vigilancia y observación y seguimiento de la garantía 









1.       ¿Usted cree que la mujer y el hombre tienen 





Gráfico 3  (Pregunta 2) 
 
Fuente: Encuestas,  Lizeth Fernanda Piedra Celi  
 
Se puede determinar mediante estadísticas que el 55,55% de los encuestados se 
conocen de los delitos “Trata” y “tráfico”  de personas , durante el desarrollo de la 
encuesta las personas solían inquietarse mucho con los cuestionamientos planteados 
pues para ellos no es común que se realice este proceso investigativo en este campo, 
expresaban que los delitos “Trata” y “tráfico”  de personas están muy arraigados en 
la sociedad ecuatoriana sobre todo en los casos de movilidad humana nacional e 
internacional, por ende cada una de las personas que se inclinaron por el sentirse 
vulnerables sentían que se ha topado con su sensibilidad y recomendaban que se el 
gobierno debería realizar este tipo de sondeos hacia todos los sectores y para 








2.       ¿Sabe si los delitos de “Trata” y “tráfico”  de personas 
tienen la misa connotación, afectando a los derechos de las 
personas de forma real y material en razón su edad, sexo, 




Gráfico 4  (Pregunta 3) 
 
Fuente: Encuestas,  Lizeth Fernanda Piedra Celi  
 
En cuanto a la pregunta en la cual se cuestiona Sabe cuáles son los derechos de las 
víctimas de “Trata” y “tráfico” de personas, se determinó que el 70, 70% sabe cuáles 
son los derechos consagrados en la Constitución y en los Tratados de Derechos 
Humanos; sin embargo se puede constatar que aún persiste el 30,30%, de los 












3.       ¿Sabe cuáles son los derechos de las víctimas de “Trata” y 




Gráfico 5  (Pregunta 4) 
 
Fuente: Encuestas,  Lizeth Fernanda Piedra Celi  
 
En este cuestionamiento se planteó opciones para determinar en qué instituciones se 
practicaba más los actos discriminatorios, los encuestados podían mencionar en que 
regiones se practicaba los delitos  de “Trata” y “tráfico” de personas ,  así el 45,45% 
de los encuestados creían que en la región de la sierra donde los principales actores 
vulnerables son los indígenas; en las mujeres; por la diversidad de género; por la 
condición de discapacitados; por pertenecer a la tercera edad, personas de provincia; 
por nivel cultural, personas con bajos recursos, mientras que  también determinaban 
que el 25,5% de los actos los delitos  de “Trata” y “tráfico” de personas  se 
practicaban en las regiones de la costa y oriente hacia los mismos sectores y en pues 
también hubo personas que determinaban que en las dos regiones se conve rtían los 







4.       ¿De acuerdo a su criterio personal en donde cree usted 




Gráfico 6  (Pregunta 5) 
 
Fuente: Encuestas,  Lizeth Fernanda Piedra Celi  
 
El cuestionamiento pretendía determinar si conocían a quién recur rir cuando ocurran 
los delitos  de “Trata” y “tráfico” de personas  o ante que institución recurrir, si los 
ciudadanos sabían que competencias ejercían las instituciones y cuales son la 
instituciones encargadas de velar por los derechos y garantías de cada ciudadano, de 
las respuesta obtenidas el 5,5 no respondió a lo que se puede concluir que no tenían 
idea de cuál es organismo ante el cual se debe acudir ante la violación de derechos o 
los delitos  de “Trata” y “tráfico” de personas , el 20,20% respondió que acudiría a 
denunciar los delitos  de “Trata” y “tráfico” de personas  ante los consejos de 
protección de derechos, el 40,40% respondió que acudirían a la Defensoría del 
Pueblo, entidad que de acuerdo a la Constitución es el máximo organismo internos 
que se encargará de velar por efectiva tutela de los derechos de los ciudadanos, el 
35,35% reconocía que ante cualquier situación de discriminación recurrían a una 
orientación de personas cercanas como abogados, personas mayores de 40 años y 






5.       ¿En los casos de “Trata” y “tráfico” de personas usted a quien 
solicitaría orientación? 
a b c no responde
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Gráfico 7  (Pregunta 6) 
 
Fuente: Encuestas,  Lizeth Fernanda Piedra Celi  
 
Esta pregunta se enmarca en la efectividad de la denuncia los delitos  de “Trata” y 
“tráfico” de personas, ante las autoridades, pues bien existen marcados criterios en 
relación a esta pregunta, pues bien el 10,10% cree que sirve denunciar ya que se 
recibe apoyo profesional por parte de la autoridades locales, el 15,15% cree que sirve 
pero no se recibe apoyo profesional por parte de las autoridades, el 50,50% cree que 
no sirve denunciar actos discriminatorios pues mantienen la posición que no se 
sanciona la acción de discriminación y finalmente el 25,25% cree que  no sirve 
denunciar los actos ya que empeora la situación con relación a los delitos  de “Trata” 








6.       ¿Cree de acuerdo a su experiencia que denunciar actos de de “Trata” 
y “tráfico” de personas autoridades locales gubernamentales? 
a b c d
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Gráfico 8  (Pregunta 7) 
 
Fuente: Encuestas,  Lizeth Fernanda Piedra Celi  
 
En esta pregunta se trató de determinar el conocimiento de las innovaciones 
constitucionales por parte de los ciudadanos, pues es en la Constitución de la 
República de 2008, en la que se incorporó la definición de cuáles son las personas que 
conforman os grupos de atención prioritaria; sin embargo, el 75,75% respondió que no 
conocía que era un grupo de atención prioritaria, el 20,20% contesto que si conocen 
cuales eran las personas que conformaban los grupos de atención prioritaria y 
mencionaron entre ellos a los siguientes : niños; adultos mayores; población 
GLBTTIQ; discapacitados; migrantes; afroamericanos y el 5,5% no respondió lo que 







7.       ¿Usted conoce a las personas que conformas los grupos de 
atención prioritaria y cuáles son? 
si no no responde
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Gráfico 9  (Pregunta 8) 
Fuente: Encuestas,  Lizeth Fernanda Piedra Celi 
 
Al realizarse la encuesta en una institución privada, en una institución pública y 
personas de la sociedad civil, se determinó que el 50,50% de encuestados si han 
presenciado actos relación a los delitos  de “Trata” y “tráfico” de personas  y que el 
45, 45% de los encuetados no han palpado los delitos  de “Trata” y “tráfico” de 
personas. y con mínimo porcentaje del 5% no ha respondido. De esta estadística se 
puede determinar que aún existe el cometimiento de actos relación a los delitos  de 
“Trata” y “tráfico” de personas aunque los encuestados no han emitido detalles sobre 
hacia quien se ejecutan dichos actos queda evidente que somos conscientes del 







8.       ¿Usted cree que dentro de su localidad se presencia actos de 
de “Trata” y “tráfico” de personas hacia los grupos de atención 
prioritaria? 
si no no responde
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Gráfico 10  (Pregunta 9) 
 
Fuente: Encuestas, Lizeth Fernanda Piedra Celi 
 
Esta pregunta es fundamental para mi proyecto de investigación pues aunque tenemos 
la Constitución más garantista del mundo entero, no es tan conocida por cada uno de 
los ecuatorianos, pues de la encuesta realizada el 85,85% no conoce la normativa que 
garantiza el derecho hacia los grupos de atención prioritaria, el 10,10% si conocía y en 
su respuesta general era LA CONSTITUCIÓN, desconociendo claramente que existen 
cuerpos legales en los cuales también se observan, vigilan la garantía de los derechos 
sobre todo de las personas en estado de vulneración y el 5,5% no responden al 









9.       ¿Conoce la normativa que garantizan los derechos de los 
grupos de atención prioritaria? 
si no no responde
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Gráfico 11  (Pregunta 10) 
 
Fuente: Encuestas,  Lizeth Fernanda Piedra Celi  
 
Este fue un cuestionamiento para sondear si las personas encuestadas se enmarcan en 
los grupos de atención prioritaria, para de esta manera establecer hacia quien se los 
delitos  de “Trata” y “tráfico” de personas , así  el 65,65%  respondieron que si los 
grupos de atención prioritaria son los más afectados, pero el 35,35% de los 
encuestados identificaron  esta clase de delitos afecta a las población en general.  
De la investigación anteriormente elaborada podemos establecer que aproximadamente 
el 70%, de las personas encuestadas desconocen el proceso de delitos de “Trata” y 
“Tráfico” de personas, por ende es necesario establecer políticas públicas, que desde el 
Estado se deben crear mecanismos exigibles de los derechos constitucionales, tales 
como garantizar el derecho a una vida digna desde el ámbito comunal y establecer 
normativas especiales en cuanto a la problemática de Trata y tráfico de personas. El 
estado como garantista de derechos debe conducir a la iniciativa de erradicar esta clase 
de delitos, no solo nacional si no internacionalmente. 
35% 
65% 
10       ¿Usted se enmarca en algún grupo de atención prioritaria y en 





Como estudiante y autora de la presente investigación, es importante que las 
Instituciones involucradas conozcan a acerca del desconocimiento de la problemática de 
la trata y Tráfico de personas, por mi parte dejo precedente del desconocimiento de las 
personas y es importante el inicio de una campaña de sensibilización sobre la 
problemática antes citada, es así que podemos manifestar que uno de los principales 
obstáculos para su prevención y sanción se encuentra en el desconocimiento 
generalizado que existe en el Ecuador y en los demás países involucrados en este tema, 
además dentro de la sociedad existe bajo nivel de tolerancia siendo este un grave 






































 En el Ecuador ha existido una limitada socialización del Plan Nacional contra 
la Trata de Personas, no existe una agenda específica con absoluta precisión de 
los roles y responsabilidades institucionales 
. 
 En nuestro país no existe un pleno conocimiento por los profesionales del 
derecho sobre el tráfico ilegal de migrantes y la trata de personas, puesto que 
es considerado un tema super amplio y complejo los cuales no quieren resolver 
los problemas de raíz. Mientras que en otros países como México por ejemplo, 
cuentan con políticas necesarias para erradicar este tipo de problemas.  
 
 Existe debilidad en las Instituciones del Estado para erradicar los problemas de 
trata de personas y el tráfico de migrantes, debido a la falta de presupuesto 
para garantizar la implementación y el sostenimiento de las políticas contra la 
trata y el tráfico. 
 
 La problemática de Trata de Personas y el tráfico de migrantes se vincula a la 
modalidad de explotación sexual, mientras que otras modalidades están 
invisibilizadas y todavía poco atendidas ya que no existe el suficiente apoyo de 




 Por parte de la Fiscalía General del Estado como institución involucrada dentro 
del proceso para la erradicación de la trata de personas y tráfico de migrantes, 
existe el sistema de protección a víctimas y testigos, el cual no garantiza la 




 Existe una estrecha relación entre migración y seguridad, podemos mencionar 
que la trata de personas se puede considerar como problema migratorio, afecta 
a la seguridad nacional e internacional, es necesaria l a protección del migrante 
frente a los abusos de la migración, ya que la trata de personas es incorporada 

























5.2.  RECOMENDACIONES 
 
 Es necesario que las instituciones del gobierno se enfoquen en la elaboración y 
reformas de normas que garanticen los derechos a la movilidad humana, de 
manera general podemos citar reformas en temas como: el control migratorio 
no discrecional y bajos reglas internacionales; la  libre circulación de las 
personas bajo los parámetros legales y el respeto a los derechos humanos; 
normas flexibles para la residencia y obtención de visas en una amplia gama de 
categorías, adopción de normas internacionales para el tratamiento de los 
trabajadores migratorios y sus familias; facilitación del retorno y la 
reunificación familiar; implementación de la asistencia consular y de servicios 
legales necesarios para la defensa de causas tanto para emigrantes como de 
inmigrantes; registro de ecuatorianos en el exterior que incluya la entrega de 
cédulas, pasaportes y otra documentación necesaria en el país; reconocimiento 
de las nacionalidades fronterizas y de la doble nacionalidad, en especial de 
ecuatorianos y sus descendientes; acceso a la justicia y tramitación 
administrativa gratuita; generación de políticas públicas adecuadas y 
especializadas a las temáticas de emigración, inmigración, refugio, 
desplazamiento, migración interna, entre otras, citando entre las importantes, 
esto como acciones efectivas dentro de la solución de los problemas de la trata 
y tráfico de personas. 
 
 
 Deberá el legislador tomar en cuenta una efectiva sistematización de toda la 
normativa legal dispersa sobre movilidad humana con el fin de recopilar en un 
solo documento que permita a los agentes de justicia aplicar en los procesos y 
procedimientos tanto administrativos como judiciales tanto para la movilidad 
humana, migración y demás situaciones conexas con respecto a la ciudadanía 
universal, si bien es cierto que el COIP, menciona como delito el tráfico y 
demás verbos rectores para el tránsito y tráfico de personas, es necesario que 
se establezca un ley especial que abarque toda la temática propuesta.  
 
 
 Con el fin de erradicar la problemática de trata de personas  y el tráfico de 
migrantes, es necesario la generación de una política pública en la materia de 
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movilidad humana, el cual deberá enfocarse en los puntos que a continuación 
detallo: 
a) Capacitar a los funcionarios públicos y a la policía especializada a cargo del 
control de fronteras, para garantizar los derechos humanos de los migrantes 
irregulares, siendo estos principales actores dentro del sistema de erradicación.  
b) No criminalizar la migración irregular y fomentar métodos alternativos a la 
privación de libertad.  
c) Promover procesos y campañas educativas que incentiven la no 
discriminación, la integración, la migración informada y los peligros de la 
migración irregular. 
d) Garantizar estructuras institucionales adecuadas para viabilizar la celeridad 
de procesos y su transparencia, procurando la sistematización de información y 
usos de nuevas tecnologías, además de coordinar los procesos 
interinstitucionales. 
e) Respetar y garantizar los derechos humanos laborales de todos los 
trabajadores independientemente de su condición de nacionales o extranjeros, 
evitando acciones de discriminación. 
f) Fomentar procesos de migración laboral regular, incentivando planes de 
migración temporal y regular, en los cuales se promueva la inversión y el 
ingreso de personas que aporten a la cultura, ciencia y tecnología, evitando de 
otra parte la fuga de cerebros.  
g) Establecer medidas efectivas y adecuadas para el tratamiento de grupos que 





 Consolidar las iniciativas nacionales en armonización con los proces os 
regionales, así como establecer los compromisos del Estado ecuatoriano ante la 
comunidad internacional además se deberá reafirmar el compromiso y 
responsabilidad del Estado en la lucha contra la trata de personas y el tráfico 
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Anexo 1: Encuesta 
 




11. ¿Usted cree que la mujer y el hombre tienen igualdad de condiciones en el 





12. ¿Sabe si los delitos de “Trata” y “tráfico”  de personas tienen la misa 
connotación, afectando a los derechos de las personas de forma real y material 














14. ¿De acuerdo a su criterio personal en donde cree  usted que ocurren actos de 
“Trata” y “tráfico” de personas? 
 
c) En la Región Sierra 
d) En la Región Costa y Oriente 
 
Hacía que personas: ………………………………………………………….  
 
15. ¿En los casos de “Trata” y “tráfico” de personas usted a quien solicitaría 
orientación? 
 
d) Los Consejos de protección de derechos 
e) La Defensoría del Pueblo 
f) Otros……….……………………………….. 
 
16. ¿Cree de acuerdo a su experiencia que denunciar actos de “Trata” y “tráfico” 
de personas autoridades locales gubernamentales?  
 
e) Sirve, se recibe apoyo profesional  
f) Sirve, pero no se recibe apoyo profesional 
g) No sirve, pues no sanciona la acción discriminatoria  
h) No sirve, y empeora la acción discriminatoria 
 











18. ¿Usted cree que dentro de su localidad se presencia actos de “Trata” y 




Cuales son:………………………………………………………………………….  
 





Cuales son:………………………………………………………………………….  
 




b) Si    a.1) Niña, niño o adolescente, adulto 
mayor 
     a.2) Discapacitado 
a.3) Migrante 
a. 4) Pertenencia a un pueblo o 
nacionalidad  







Anexo 2: Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, 
especialmente mujeres y niños, que complementa  la convención de las naciones unidas 
contra la delincuencia  organizada transnacional 
 





Los Estados Parte en el presente Protocolo, 
 
Declarando que para prevenir y combatir eficazmente la trata de personas, especialmente 
mujeres y niños, se requiere un enfoque amplio e internacional en los países de origen, tránsito y 
destino que incluya medidas para prevenir dicha trata, sancionar a los traficantes y proteger a las 
víctimas de esa trata, en particular amparando sus derechos humanos internacionalmente 
reconocidos, 
 
Teniendo en cuenta que si bien existe una gran variedad de instrumentos jurídicos 
internacionales que contienen normas y medidas prácticas para combatir la explotación de las 
personas, especialmente las mujeres y los niños, no hay ningún instrumento universal que 
aborde todos los aspectos de la trata de personas, 
 
Preocupados porque de no existir un instrumento de esa naturaleza las personas vulnerables a la 
trata no estarán suficientemente protegidas, 
 
Recordando la resolución 53/111 de la Asamblea General, de 9 de diciembre de 1998, en la que 
la Asamblea decidió establecer un comité especial intergubernamental de composición abierta 
encargado de elaborar una convención internacional amplia contra la delincuencia transnacional 
organizada y de examinar la elaboración, entre otras cosas, de un instrumento 
internacional relativo a la trata de mujeres y de niños, 
 
Convencidos de que para prevenir y combatir ese delito será útil complementar la Convención 
de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional con un instrumento 
internacional destinado a prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente 
mujeres y niños, 
 
Acuerdan lo siguiente: 
 
I. Disposiciones generales 
 
Artículo 1 - Relación con la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, 
especialmente Mujeres y Niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra 
la Delincuencia Organizada Transnacional 
 
1. El presente Protocolo complementa la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional y se interpretará juntamente con la 
Convención. 
2. Las disposiciones de la Convención se aplicarán mutatis mutandis al presente Protocolo, a 
menos que en él se disponga otra cosa. 
 
3. Los delitos tipificados con arreglo al artículo 5 del presente Protocolo se considerarán delitos 




                                                                                                                                               
Artículo 2 – Finalidad 
 
Los fines del presente Protocolo son: 
a) Prevenir y combatir la trata de personas, prestando especial atención a las mujeres y los 
niños; 
b) Proteger y ayudar a las víctimas de dicha trata, respetando plenamente sus derechos 
humanos; y 
 
c) Promover la cooperación entre los Estados Parte para lograr esos fines. 
 
Artículo 3 - Definiciones 
 
Para los fines del presente Protocolo: 
 
a) Por "trata de personas" se entenderá la captación, el transporte, el traslado, la acogida o 
la recepción de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas 
de coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de 
vulnerabilidad o a la concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el 
consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, con fines de explotación. 
Esa explotación incluirá, como mínimo, la explotación de la prostitución ajena u otras 
formas de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las 
prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre o la extracción de órganos; 
b)  El consentimiento dado por la víctima de la trata de personas a toda forma de 
explotación que se tenga la intención de realizar descrita en el apartado a) del presente 
artículo no se tendrá en cuenta cuando se haya recurrido a cualquiera de los medios 
enunciados en dicho apartado; 
c) La captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de un niño con fines de 
explotación se considerará "trata de personas" incluso cuando no se recurra a ninguno 
de los medios enunciados en el apartado a) del presente artículo; 
d) Por "niño" se entenderá toda persona menor de 18 años. 
 
Artículo 4 - Ámbito de aplicación 
 
A menos que contenga una disposición en contrario, el presente Protocolo se aplicará a la 
prevención, investigación y penalización de los delitos tipificados con arreglo al artículo 5 del 
presente Protocolo, cuando esos delitos sean de Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar 
la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños, que complementa la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional carácter transnacional y 
entrañen la participación de un grupo delictivo organizado, así como a la protección de las 
víctimas de esos delitos. 
Artículo 5 – Penalización 
 
1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para 
tipificar como delito en su derecho interno las conductas enunciadas en el artículo 3 del presente 
Protocolo, cuando se cometan intencionalmente. 
2. Cada Estado Parte adoptará asimismo las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito: 
a) Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico, la tentativa de comisión de 
un delito tipificado con arreglo al párrafo 1 del presente artículo; 
 
b) La participación como cómplice en la comisión de un delito tipificado con arreglo al párrafo 




                                                                                                                                               
c) La organización o dirección de otras personas para la comisión de un delito tipificado con 
arreglo al párrafo 1 del presente artículo. 
 
II. Protección de las víctimas de la trata de personas 
 
Artículo 6 - Asistencia y protección a las víctimas de la trata de personas 
 
1. Cuando proceda y en la medida que lo permita su derecho interno, cada Estado Parte 
protegerá la privacidad y la identidad de las víctimas de la trata de personas, en 
particular, entre otras cosas, previendo la confidencialidad de las actuaciones judiciales 
relativas a dicha trata. 
2. Cada Estado Parte velará por que su ordenamiento jurídico o administrativo interno 
prevea medidas con miras a proporcionar a las víctimas de la trata de personas, cuando 
proceda: 
a) Información sobre procedimientos judiciales y administrativos pertinentes; 
b) Asistencia encaminada a permitir que sus opiniones y preocupaciones se presenten y 
examinen en las etapas apropiadas de las actuaciones penales contra los delincuentes  sin 
que ello menoscabe los derechos de la defensa. 
 
3. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de aplicar medidas destinadas a prever la 
recuperación física, sicológica y social de las víctimas de la trata de personas, incluso, cuando 
proceda, en cooperación con organizaciones no gubernamentales, otras organizaciones 
pertinentes y demás sectores de la sociedad civil, y en particular mediante el suministro de: 
a) Alojamiento adecuado; 
b) Asesoramiento e información, en particular con respecto a sus derechos jurídicos, en un 
idioma que las víctimas de la trata de personas puedan comprender; Protocolo para Prevenir, 
Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños, que 
complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional 
c) Asistencia médica, sicológica y material; y 
d) Oportunidades de empleo, educación y capacitación.  
 
4. Cada Estado Parte tendrá en cuenta, al aplicar las disposiciones del presente artículo, la edad, 
el sexo y las necesidades especiales de las víctimas de la trata de personas, en particular las 
necesidades especiales de los niños, incluidos el alojamiento, la educación y el cuidado 
adecuados. 
5. Cada Estado Parte se esforzará por prever la seguridad física de las víctimas de la trata de 
personas mientras se encuentren en su territorio. 
 
6. Cada Estado Parte velará por que su ordenamiento jurídico interno prevea medidas que 
brinden a las víctimas de la trata de personas la posibilidad de obtener indemnización por los 
daños sufridos. 
 
Artículo 7 - Régimen aplicable a las víctimas de la trata de personas en el Estado receptor 
1. Además de adoptar las medidas previstas en el artículo 6 del presente Protocolo, cada Estado 
Parte considerará la posibilidad de adoptar medidas legislativas u otras medidas apropiadas que 
permitan a las víctimas de la trata de personas permanecer en su territorio, temporal o 
permanentemente, cuando proceda. 
2. Al aplicar la disposición contenida en el párrafo 1 del presente artículo, cada Estado Parte 
dará la debida consideración a factores humanitarios y personales. 
 




                                                                                                                                               
1. El Estado Parte del que sea nacional una víctima de la trata de personas o en el que ésta 
tuviese derecho de residencia permanente en el momento de su entrada en el territorio 
del Estado Parte receptor facilitará y aceptará, sin demora indebida o injustificada, la 
repatriación de esa persona teniendo debidamente en cuenta su seguridad. 
2. Cuando un Estado Parte disponga la repatriación de una víctima de la trata de personas 
a un Estado Parte del que esa persona sea nacional o en el que tuviese derecho de 
residencia permanente en el momento de su entrada en el territorio del Estado Parte 
receptor, velará por que dicha repatriación se realice teniendo debidamente en cuenta la 
seguridad de esa persona, así como el estado de cualquier procedimiento legal 
relacionado con el hecho de que la persona es una víctima de la trata, y preferentemente 
de forma voluntaria. 
3.  Cuando lo solicite un Estado Parte receptor, todo Estado Parte requerido verificará, sin 
demora indebida o injustificada, si la víctima de la trata de personas es uno de sus 
nacionales o tenía derecho de residencia permanente en su territorio en el momento de 
su entrada en el territorio del Estado Parte receptor. 
4. A fin de facilitar la repatriación de toda víctima de la trata de personas que carezca de la 
debida documentación, el Estado Parte del que esa persona sea nacional o en el que 
tuviese derecho de residencia permanente en el momento de su entrada en el territorio 
del Estado Parte receptor convendrá en expedir, previa solicitud del Estado Parte 
receptor, los documentos de viaje o Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la 
Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños, que complementa la Convención de 
las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional autorización de 
otro tipo que sean necesarios para que la persona pueda viajar a su territorio y reingresar 
en él. 
5. El presente artículo no afectará a los derechos reconocidos a las víctimas de la trata de 
personas con arreglo al derecho interno del Estado Parte receptor. 
6. El presente artículo se entenderá sin perjuicio de cualquier acuerdo o arreglo bilateral o 
multilateral aplicable que rija, total o parcialmente, la repatriación de las víctimas de la 
trata de personas. 
III. Medidas de prevención, cooperación y otras medidas 
 
Artículo 9 - Prevención de la trata de personas 
 
1. Los Estados Parte establecerán políticas, programas y otras medidas de carácter amplio 
con miras a: 
a) Prevenir y combatir la trata de personas; y 
b) Proteger a las víctimas de trata de personas, especialmente las mujeres y los niños, 
contra un nuevo riesgo de victimización. 
 
2. Los Estados Parte procurarán aplicar medidas tales como actividades de investigación y 
campañas de información y difusión, así como iniciativas sociales y económicas, con 
miras a prevenir y combatir la trata de personas. 
3.  Las políticas, los programas y demás medidas que se adopten de conformidad con el 
presente artículo incluirán, cuando proceda, la cooperación con organizaciones no 
gubernamentales, otras organizaciones pertinentes y otros sectores de la sociedad civil. 
4. Los Estados Parte adoptarán medidas o reforzarán las ya existentes, recurriendo en 
particular a la cooperación bilateral o multilateral, a fin de mitigar factores como la 
pobreza, el subdesarrollo y la falta de oportunidades equitativas que hacen a las 
personas, especialmente las mujeres y los niños, vulnerables a la trata. 
5. Los Estados Parte adoptarán medidas legislativas o de otra índole, tales como medidas 
educativas, sociales y culturales, o reforzarán las ya existentes, recurriendo en particular 
a la cooperación bilateral y multilateral, a fin de desalentar la demanda que propicia 
cualquier forma de explotación conducente a la trata de personas, especialmente 
mujeres y niños. 
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Artículo 10 - Intercambio de información y capacitación 
 
1. Las autoridades de los Estados Parte encargadas de hacer cumplir la ley, así como las 
autoridades de inmigración u otras autoridades competentes, cooperarán entre sí, según proceda, 
intercambiando información, de conformidad con su derecho interno, a fin de poder determinar: 
 
a) Si ciertas personas que cruzan o intentan cruzar una frontera internacional con 
documentos de viaje pertenecientes a terceros o sin documentos de viaje Protocolo para 
Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños, 
que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional son autores o víctimas de la trata de personas; 
b) Los tipos de documento de viaje que ciertas personas han utilizado o intentado utilizar 
para cruzar una frontera internacional con fines de trata de personas; y 
c) Los medios y métodos utilizados por grupos delictivos organizados para los  fines de la 
trata de personas, incluidos la captación y el transporte, las rutas y los vínculos entre 
personas y grupos involucrados en dicha trata, así como posibles medidas para 
detectarlos. 
 
2. Los Estados Parte impartirán a los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, así como 
a los de inmigración y a otros funcionarios pertinentes, capacitación en la prevención de la trata 
de personas o reforzarán dicha capacitación, según proceda. Ésta deberá centrarse en los 
métodos aplicados para prevenir dicha trata, enjuiciar a los traficantes y proteger los derechos 
de las víctimas, incluida la protección de las víctimas frente a los traficantes. La capacitación 
también deberá tener en cuenta la necesidad de considerar los 
derechos humanos y las cuestiones relativas al niño y a la mujer, así como fomentar la 
cooperación con organizaciones no gubernamentales, otras organizaciones pertinentes y demás 
sectores de la sociedad civil. 
 
3. El Estado Parte receptor de dicha información dará cumplimiento a toda solicitud del Estado 
Parte que la haya facilitado en el sentido de imponer restricciones a su utilización. 
 
Artículo 11 - Medidas fronterizas 
 
1. Sin perjuicio de los compromisos internacionales relativos a la libre circulación de 
personas, los Estados Parte reforzarán, en la medida de lo posible, los controles 
fronterizos que sean necesarios para prevenir y detectar la trata de personas. 
 
2. Cada Estado Parte adoptará medidas legislativas u otras medidas apropiadas para 
prevenir, en la medida de lo posible, la utilización de medios de transporte explotados 
por transportistas comerciales para la comisión de los delitos tipificados con arreglo al 
artículo 5 del presente Protocolo. 
 
3. Cuando proceda y sin perjuicio de las convenciones internacionales aplicables se 
preverá, entre esas medidas, la obligación de los transportistas comerciales, incluidas las 
empresas de transporte, así como los propietarios o explotadores  de cualquier medio de 
transporte, de cerciorarse de que todos los pasajeros tengan en su poder los documentos 
de viaje requeridos para entrar en el Estado receptor. 
 
4.  Cada Estado Parte adoptará las medidas necesarias, de conformidad con su derecho 
interno, para prever sanciones en caso de incumplimiento de la obligación enunciada en 




                                                                                                                                               
5. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar medidas que permitan, de 
conformidad con su derecho interno, denegar la entrada o revocar visados a personas 
implicadas en la comisión de delitos tipificados con arreglo al presente Protocolo. 
 
6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 27 de la Convención, los Estados Parte 
considerarán la posibilidad de reforzar la cooperación entre los Protocolo para Prevenir, 
Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños, que 
complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional organismos de control fronterizo, en particular, entre otras medidas, 
estableciendo y manteniendo conductos de comunicación directos. 
 
 
Artículo 12 - Seguridad y control de los documentos 
 
Cada Estado Parte adoptará, con los medios de que disponga, las medidas que 
se requieran para: 
 
a) Garantizar la necesaria calidad de los documentos de viaje o de identidad que expida a fin de 
que éstos no puedan con facilidad utilizarse indebidamente ni falsificarse o alterarse, 
reproducirse o expedirse de forma ilícita; y 
 
b) Garantizar la integridad y la seguridad de los documentos de viaje o de identidad que expida 
o que se expidan en su nombre e impedir la creación, expedición y utilización ilícitas de dichos 
documentos. 
 
Artículo 13 - Legitimidad y validez de los documentos 
 
Cuando lo solicite otro Estado Parte, cada Estado Parte verificará, de conformidad con su 
derecho interno y dentro de un plazo razonable, la legitimidad y validez de los documentos de 
viaje o de identidad expedidos o presuntamente expedidos en su nombre y sospechosos de ser 
utilizados para la trata de personas. 
 
IV. Disposiciones finales 
 
Artículo 14 - Cláusula de salvaguardia 
 
1. Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo afectará a los derechos, obligaciones y 
responsabilidades de los Estados y las personas con arreglo al derecho internacional, 
incluidos el derecho internacional humanitario y la normativa internacional de derechos 
humanos y, en particular, cuando sean aplicables, la Convención sobre el Estatuto de los 
Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, así como el principio de non-refoulement 
consagrado en dichos instrumentos. 
2. Las medidas previstas en el presente Protocolo se interpretarán y aplicarán de forma que 
no sea discriminatoria para las personas por el hecho de ser  víctimas de la trata de 
personas. La interpretación y aplicación de esas medidas estarán en consonancia con los 
principios de no discriminación internacionalmente reconocidos. 
 
Artículo 15 - Solución de controversias 
 
1. Los Estados Parte procurarán solucionar toda controversia relacionada con la interpretación o 
aplicación del presente Protocolo mediante la negociación. 
 
2. Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la interpretación o la aplicación 
del presente Protocolo que no pueda resolverse mediante la negociación dentro de un plazo 
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razonable deberá, a solicitud de uno de esos Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la 
Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños, que complementa la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional Estados Parte, someterse a 
arbitraje. Si, seis meses después de la fecha de la  solicitud de arbitraje, esos Estados Parte no 
han podido ponerse de acuerdo sobre la organización del arbitraje, cualquiera de esos Estados 
Parte podrá remitir la controversia a la Corte Internacional de Justicia mediante solicitud 
conforme al Estatuto de la Corte. 
 
3. Cada Estado Parte podrá, en el momento de la firma, ratificación, aceptación o aprobación del 
presente Protocolo o adhesión a él, declarar que no se considera vinculado por el párrafo 2 del 
presente artículo. Los demás Estados Parte no quedarán vinculados por el párrafo 2 del presente 
artículo respecto de todo Estado Parte que haya hecho esa reserva. 
 
4. El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el párrafo 3 del presente 
artículo podrá en cualquier momento retirar esa reserva notificándolo al Secretario General de 
las Naciones Unidas. 
 
Artículo 16 - Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión 
 
1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de todos los Estados del 12 al 15 de 
diciembre de 2000 en Palermo (Italia) y después de esa fecha en la Sede de las Naciones 
Unidas en Nueva York hasta el 12 de diciembre de 2002. 
2. El presente Protocolo también estará abierto a la firma de las organizaciones regionales 
de integración económica siempre que al menos uno de los Estados miembros de tales 
organizaciones haya firmado el presente Protocolo de conformidad con lo dispuesto en 
el párrafo 1 del presente artículo. 
3. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación, aceptación o aprobación. Los 
instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación se depositarán en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. Las organizaciones regionales de 
integración económica podrán depositar su instrumento de ratificación, aceptación o 
aprobación si por lo menos uno de sus Estados miembros ha procedido de igual manera. 
En ese instrumento de ratificación, aceptación o aprobación, esas organizaciones 
declararán el alcance de su competencia con respecto a las cuestiones regidas por el 
presente Protocolo. Dichas organizaciones comunicarán también al depositario 
cualquier modificación pertinente del alcance de su competencia. 
4. El presente Protocolo estará abierto a la adhesión de todos los Estados u organizaciones 
regionales de integración económica que cuenten por lo menos con un Estado miembro 
que sea Parte en el presente Protocolo. Los instrumentos de adhesión se depositarán en 
poder del Secretario General de las Naciones Unidas. En el momento de su adhesión, 
las organizaciones regionales de integración económica declararán el alcance de su 
competencia con respecto a las cuestiones regidas por el presente Protocolo. Dichas 
organizaciones comunicarán también al depositario cualquier modificación pertinente 
del alcance de su competencia. 
 
Artículo 17 - Entrada en vigor 
 
1. El presente Protocolo entrará en vigor el nonagésimo día después de la fecha en que se 
haya depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión, a condición de que no entre en vigor antes Protocolo para Prevenir, Reprimir 
y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños, que complementa la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional 
de la entrada en vigor de la Convención. A los efectos del presente párrafo, los 
instrumentos depositados por una organización regional de integración económica no se 
 124 
 
                                                                                                                                               
considerarán adicionales a los depositados por los Estados miembros de tal 
organización. 
2. Para cada Estado u organización regional de integración económica que ratifique, 
acepte o apruebe el presente Protocolo o se adhiera a él después de haberse depositado 
el cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, el 
presente Protocolo entrará en vigor el trigésimo día después de la fecha en que ese 
Estado u organización haya depositado el instrumento pertinente o en la fecha de su 
entrada en vigor con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, cualquiera que sea la 
última fecha. 
 
Artículo 18 – Enmienda 
 
1. Cuando hayan transcurrido cinco años desde la entrada en vigor del presente Protocolo, 
los Estados Parte en el Protocolo podrán proponer enmiendas por escrito al Secretario 
General de las Naciones Unidas, quien a continuación comunicará toda enmienda 
propuesta a los Estados Parte y a la Conferencia de las Partes en la Convención para que 
la examinen y decidan al respecto. Los Estados Parte en el presente Protocolo reunidos 
en la Conferencia de las Partes harán todo lo posible por lograr un consenso sobre cada 
enmienda. Si se han agotado todas las posibilidades de lograr un consenso y no se ha 
llegado a un acuerdo, la aprobación de la enmienda exigirá, en última instancia, una 
mayoría de dos tercios de los Estados Parte en el presente Protocolo presentes y 
votantes en la sesión de la Conferencia de las Partes. 
2. Las organizaciones regionales de integración económica, en asuntos de su competencia, 
ejercerán su derecho de voto con arreglo al presente artículo con un número de votos 
igual al número de sus Estados miembros que sean Partes en el presente Protocolo. 
Dichas organizaciones no ejercerán su derecho de voto si sus Estados miembros ejercen 
el suyo, y viceversa. 
3. Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo estará 
sujeta a ratificación, aceptación o aprobación por los Estados Parte. 
4. Toda enmienda refrendada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará 
en vigor respecto de un Estado Parte noventa días después de la fecha en que éste 
deposite en poder del Secretario General de las Naciones Unidas un instrumento de 
ratificación, aceptación o aprobación de esa enmienda. 
5. Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Estados Parte que hayan 
expresado su consentimiento al respecto. Los demás Estados Parte quedarán sujetos a 
las disposiciones del presente Protocolo, así como a cualquier otra enmienda anterior 
que hubiesen ratificado, aceptado o aprobado. 
 
Artículo 19 – Denuncia 
 
1. Los Estados Parte podrán denunciar el presente Protocolo mediante notificación escrita 
al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después 
de la fecha en que el Secretario General haya Protocolo para Prevenir, Reprimir y 
Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños, que complementa la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional 
recibido la notificación. 
 
2. Las organizaciones regionales de integración económica dejarán de ser Partes en el 
presente Protocolo cuando lo hayan denunciado todos sus Estados miembros. 
 
Artículo 20 - Depositario e idiomas 
 




                                                                                                                                               
2. El original del presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y 
ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 
 
EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por sus 
respectivos gobiernos, han firmado el presente Protocolo. 
 
